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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	08-9544-0007-CO

Consulta Judicial


	Juzgado de Pensiones Alimentarias del II Circuito Judicial de San José.


	02-07-08
	ASISTENCIA LEGAL DEL ESTADO EN CASOS DE PENSIONES ALIMENTARIAS.

-Artículo 13 de la Ley de Pensiones Alimentarias. No. 7654. Publicada en La Gaceta No. 16 del 23 de enero de 1997. 

La norma señala que el Estado, suministrará asistencia letrada gratuita a quienes carezcan de recursos para pagarla, en materia de pensiones alimentarias y, para ello se creará una sección especializada dentro del Departamento de Defensores Públicos. Se acusa que con base en esta norma, el PANI actúa en los casos de pensiones alimentarias, con total abandono de su obligación legal, por lo que se considera que la norma es inconstitucional.  Exp. 06-000815-0172-PA



	08-9555-0007-CO

Consulta Judicial


	Juzgado de Pensiones Alimentarias del II Circuito Judicial de San José.


	02-07-08
	ASISTENCIA LEGAL DEL ESTADO EN CASOS DE PENSIONES ALIMENTARIAS.

-Artículo 13 de la Ley de Pensiones Alimentarias. No. 7654. Publicada en La Gaceta No. 16 del 23 de enero de 1997. 

La norma señala que el Estado, suministrará asistencia letrada gratuita a quienes carezcan de recursos para pagarla, en materia de pensiones alimentarias y, para ello se creará una sección especializada dentro del Departamento de Defensores Públicos. Se acusa que con base en esta norma, el PANI actúa en los casos de pensiones alimentarias, con total abandono de su obligación legal, por lo que se considera que la norma es inconstitucional.  Exp. 06-001465-0172-PA



	08-9558-0007-CO
Consulta Judicial


	Juzgado de Pensiones Alimentarias del II Circuito Judicial de San José.


	02-07-08
	ASISTENCIA LEGAL DEL ESTADO EN CASOS DE PENSIONES ALIMENTARIAS.

-Artículo 13 de la Ley de Pensiones Alimentarias. No. 7654. Publicada en La Gaceta No. 16 del 23 de enero de 1997. 

La norma señala que el Estado, suministrará asistencia letrada gratuita a quienes carezcan de recursos para pagarla, en materia de pensiones alimentarias y, para ello se creará una sección especializada dentro del Departamento de Defensores Públicos. Se acusa que con base en esta norma, el PANI actúa en los casos de pensiones alimentarias, con total abandono de su obligación legal, por lo que se considera que la norma es inconstitucional.  Exp. 07-000275-0172-PA



	08-9551-0007-CO

Consulta Judicial


	Juzgado de Pensiones Alimentarias del II Circuito Judicial de San José.


	02-07-08
	ASISTENCIA LEGAL DEL ESTADO EN CASOS DE PENSIONES ALIMENTARIAS.

-Artículo 13 de la Ley de Pensiones Alimentarias. No. 7654. Publicada en La Gaceta No. 16 del 23 de enero de 1997. 

La norma señala que el Estado, suministrará asistencia letrada gratuita a quienes carezcan de recursos para pagarla, en materia de pensiones alimentarias y, para ello se creará una sección especializada dentro del Departamento de Defensores Públicos. Se acusa que con base en esta norma, el PANI actúa en los casos de pensiones alimentarias, con total abandono de su obligación legal, por lo que se considera que la norma es inconstitucional.  Exp. 07-000875-0172-PA



	08-9557-0007-CO
Consulta Judicial


	Juzgado de Pensiones Alimentarias del II Circuito Judicial de San José.


	02-07-08
	ASISTENCIA LEGAL DEL ESTADO EN CASOS DE PENSIONES ALIMENTARIAS.

-Artículo 13 de la Ley de Pensiones Alimentarias. No. 7654. Publicada en La Gaceta No. 16 del 23 de enero de 1997. 

La norma señala que el Estado, suministrará asistencia letrada gratuita a quienes carezcan de recursos para pagarla, en materia de pensiones alimentarias y, para ello se creará una sección especializada dentro del Departamento de Defensores Públicos. Se acusa que con base en esta norma, el PANI actúa en los casos de pensiones alimentarias, con total abandono de su obligación legal, por lo que se considera que la norma es inconstitucional.  Exp. 07-001645-0172-PA



	08-9563-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Mario Alberto Buzo Cardona
	02-07-08
	LIMITACIONES PARA EJERCER EL NOTARIADO

Artículo 5 inciso d) del Código Notarial. Ley No. 7664 del 17 de abril de 1998.

Las normas señalan que no pueden ser notarios públicos, quienes ejerzan un cargo en cualquier dependencia del sector público, se exceptúan los funcionarios del Poder Ejecutivo, Legislativo, las instituciones públicas y municipalidades, contratados a plazo fijo, entre otros. Señala el recurrente que existe desigualdad, respecto a los funcionarios nombrados en puestos indefinidos.  

 

	08-9694-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alexander Vargas Rojas
	04-06-08
	LIMITE MAXIMO DE UNA PENA DE PRISION. 

-Ley 7389 publicada en La Gaceta No. 83 del 02-05-1994, que reformó los artículos 51 y 76 del Código Penal. 

Considera el accionante que hubo irregularidades legislativas en la aprobación de la ley. 



	08-9690-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Lucrecia Rivas Quesada


	04-07-08
	ACUERDO PARA SUPRIMIR EL TRAFICO ILICITO

-Artículo IV.6 apartados b) y c) de la Ley No. 7929, que aprobó el acuerdo entre el Gobierno de Costa Rica y el Gobierno de Estados Unidos, para la Cooperación para suprimir el tráfico ilícito. 

La norma impugnada señala que el Gobierno de Estados Unidos podrá efectuar operaciones de supresión del tráfico ilícito en aguas y espacio aéreo, que podrán seguir a la embarcación sospechosa por aguas costarricenses, abordar la embarcación y asegurar el sitio, en espera de instrucciones expeditas de las autoridades costarricenses. Considera que se viola el artículo 23 de la Constitución Política, sobre la inviolabilidad de domicilio y de los recintos privados. 



	08-9737-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Gerardo Porras Sanabria

Gerente General del Banco Popular y de Desarrollo Comunal. 
	07-07-08
	SANCIONES A ENTIDADES FINANCIERAS POR PARTE DE LA SUGEF.

-Artículo 81 de la Ley sobre Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas, Drogas de Uso no Autorizado, Legitimación de Capitales y Actividades Conexas. No. 8204.

Sanciones a instituciones que son supervisadas por la SUGEF, con una multa del 0,05% de su patrimonio, cuando no registren el formulario diseñado por el órgano competente, el ingreso de toda transacción en efectivo superior a los $10.000 dólares. Se acusa que es irrazonable imponer la misma multa por el incumplimiento de diferentes acciones y no es proporcional imponer la misma multa a diferentes niveles de gravedad de la acción cuestionada. Se alega falta al debido proceso. 



	08-9798-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Marny Chan Sibaja y otra
	09-07-08
	REQUISITOS PARA SER PARTE DE LA JUNTA DIRECTIVA DE INCOP

-Transitorio I de la Ley No. 8461, publicada en La Gaceta No. 80 del 26-04-2006. Ley Reguladora de la Actividad Portuaria de la Costa del Pacífico. 

Se acusa que la ley impugnada estableció adicionalmente una serie de nuevos requisitos académicos y de experiencia para quienes optaren por el cargo como directores de la Junta Directiva de INCOP. Se acusa que les está siendo aplicada retroactivamente a los actuales miembros de Junta Directiva. 



	08-9858-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rosy Carballo Picado

Secretaria General del Sindicato de Profesionales del Sector Salud. 


	10-07-08
	REESTRUCTURACION EN EL MINISTERIO DE SALUD

-Numerales 5 al 71, incluidos dentro de los capítulos II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, X, XI, XII, XIII del Decreto Ejecutivo No. 34510-S. Publicado en La Gaceta No. 105 del 02-06-2008. 

El Decreto de reestructuración del Ministerio de Salud, no fue sometido a consulta real de los trabajadores, Junta de Relaciones Laborales o Sindicato alguno.



	08-9900-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Mauricio Monge Aguero
	14-07-08
	CONVENCION COLECTIVA DEL ITCR. PROCEDIMIENTO DE REMOCION DE FUNCIONARIOS.
-Artículos 50, 54 b), 57, 59, 66, 67, 68, 70, 71, 72, 73, 74, 75, 76, 77, 78, 79, 80, 81 y 82 de la Segunda Convención Colectiva y de Trabajo del Instituto Tecnológico de Costa Rica y sus Reformas. 

-Artículos 32, 56, 59, 79 del Estatuto Orgánico del Instituto Tecnológico de Costa Rica.

Se acusa que la remoción del personal en el Instituto  Tecnológico de Costa Rica, se hace sin debido proceso. Se acusa que se avala una recomendación de despido distinta de la del Órgano Director. 

 

	08-10007-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Eduardo Jiménez Barrientos


	14-07-08
	JURISPRUDENCIA SOBRE BIENES GANANCIALES

Régimen jurisprudencial de ganancialidad diferida. Resoluciones 451 de las 10:00 horas del 06-09-2002; 950 de las 8:30 horas del 24-11-2000 y 538 de las 14:40 horas del 24-06-2004, todas de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. 

Por jurisprudencia, se pretende ejecutar casualmente bienes de terceros ajenos al proceso de divorcio que se convirtieron en garantes y fiadores solidarios in absentia por un plazo de 10 años, pues sus bienes fueron gravados durante el proceso, por una posible futura deuda personal del recurrente, de un 50% de su valor neto. 



	08-10005-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Mariano Castillo Bolaños
	14-07-08
	REQUISITOS PARA SOLICITAR LICENCIA DE CONDUCIR.

-Artículo 67 inciso d) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres. 

La norma señala “no haber cometido ninguna de las infracciones definidas en el artículo 129 de esta Ley, durante los doce meses anteriores a la fecha en la que solicita la licencia por primera vez”. Señala que se le hizo un parte por manejar sin permiso. Considera que la norma atenta contra la dignidad y el artículo 33 de la Constitución, porque limita el derecho de una persona de obtener licencia de conducir y ponerse a derecho con la ley.
 

	08-10080-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Héctor Jiménez Corrales
	16-07-08
	MULTA POR CONSTRUCCIONES EN REGLAMENTO DE ZONIFICACION DEL PLAN REGULADOR DE LA MUNICIPALIDAD DE SAN ISIDRO DE HEREDIA.

-Artículo 51 del Reglamento de Zonificación del Plan Regulador de la Municipalidad de San Isidro de Heredia. 

La norma impugnada señala que “cuando se trate de construcciones en usos permitidos sin el debido permiso municipal se aplicará al infractor una multa equivalente a diez veces el importe anual de la patente”. Se  indica que es una multa establecida por reglamento y contraria a lo dispuesto en el artículo 90 de la Ley de Construcción. 



	08-10154-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Arturo Polinaris Vives
	17-07-08
	SUJECION DEL INA AL SERVICIO CIVIL Y A LA LEY DE SALARIOS DE LA ADMINISTRACION PÚBLICA.

-Artículo 24 de la Ley 6868 del 06 de mayo de 1983 que es la Ley Orgánica del Instituto Nacional de Aprendizaje, por sujetarlo a pesar de ser un ente autónomo al Régimen del Servicio Civil y a la Ley de Salarios de la Administración Pública.

Señala que someter al INA al Servicio Civil y a la Ley de Salarios, va contra el buen servicio público y sería como someter a los bancos comerciales del Estado a dicho régimen, lo cual impediría  la dotación de personal en forma ágil.  



	08-10207-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Edwin martín Campos Rojas
	17-07-08
	REQUISITOS PARA PARQUEOS DE PORTEADORES EN VALVERDE VEGA.

-Reglamento para el Otorgamiento de Patentes y Permisos de funcionamiento de las instalaciones dedicadas a servir como “terminales” de la actividad denominada porteo. Gaceta No. 16 del 23-01-2008.

-Artículo VI inciso f) de la sesión ordinaria número 79, celebrada el 27 de noviembre del 2007, por el Consejo Municipal de Valverde Vega. 

Se alega que existe una excesiva regulación, por cuanto y a esta regulado por la Ley de Patentes No. 7958. Se alega que la normativa impugnada, alteró sustancialmente, sin justificación técnica ni económica las condiciones con que se venían otorgando las concesiones.  



	08-10252-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Carlos Castro Murillo
	18-07-08
	OFRECIMIENTO DE PRUEBA EN CASACION.

-Jurisprudencia de la Sala Tercera. 

-Artículo 449 párrafo segundo del Código Procesal Penal. 

La jurisprudencia de la Sala Tercera establece que en materia de delitos sexuales, un fallo condenatorio se puede fundamentar en solo la declaración incriminatoria del ofendido, como única prueba directa. ( 693-05, 997-04, 320-05, 703-05, 1098-01, 273-94) La norma impugnada señala que en casación sólo se admite y recibe prueba que sea indispensable para sustentar el reclamo que se formula y en los casos en que se autoriza en el procedimiento de revisión. 



	08-10245-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Erasmo Fernández Sandí
	18-07-08
	TOPE DE ANUALIDADES

-Capítulo I, artículo 5 de la Ley de Salarios de la Administración Pública. No. 2166.

La norma establece un máximo de 30 aumentos anuales. 



	08-10295-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Juliana Romo Robles
	20-07-08
	DESIGUALDAD EN EXCEPCIONES PARA DAR PENSION EN CASOS DE INJURIA, FALTA O DAÑOS GRAVES.

-Artículo 173 inciso 3) del Código de Familia. 

La norma señala que no existe obligación de dar pensión “En caso de injuria, falta o daños graves del alimentario contra el alimentante, excepto entre padres e hijos”. Indica la accionante que en el caso de los hijos que han sido ofendidos por los padres, no se les exime de dar pensión, lo que considera violatorio del artículo 33 de la Constitución. 



	08-10298-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Adilia María Vargas Montero
	21-07-08
	PROHIBICION DE DEMOLICION DE EDIFICACIONES INCORPORADAS AL PATRIMONIO HISTÓRICO.

-Ley de Patrimonio Histórico Arquitectónico de Costa Rica. No. 7555 del 20 de octubre de 1995.

La ley impugnada impide la demolición de edificaciones incorporadas a este patrimonio en cualquier supuesto. 



	08-10308-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Seidy  Campos Monge 
	21-07-08
	OBLIGACION DE ENTREGAR EL BIEN

-Artículo 695 del Código Procesal Civil. 

Cuando en virtud de una sentencia se deba entregar el bien, se procederá a ponerlo en posesión. En este caso, ase acusa que se pone en posesión un bien, sin  tomar encuentra contrato de arrendamiento existente y lo dispuesto en el artículo 75 de la Ley de Arrendamientos. 



	08-10337-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Leonardo Acevedo Juárez

Continental Property Brokers CPB S.A.


	21-07-08
	REGLAMENTO PARA COBRO DE CUOTAS OBRERO PATRONALES DE LA CCSS

-Artículo 6 del Reglamento para Verificar el Cumplimiento de las Obligaciones Patronales y de Asegurados de la Caja Costarricense de Seguro Social. Tomado en el artículo 15 de la sesión No. 7485 de la Junta Directiva de la CCSS del 05-10-2000. Publicada en La Gaceta No. 221 del 17-11-2000.

Se acusas que la CCSS no tiene competencia constitucional y legal para emitir el Reglamento cuestionado.   



	08-10483-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Randall Trejos Alvarado y otros
	24-07-08
	AUTORIZACION DE LA MISSIO CANONICA PARA PROFESORES DE RELIGION.

- Artículo 34 párrafo segundo del Reglamento de la Ley de Carrera Docente. Decreto Ejecutivo No. 2235-E-P del 29 de setiembre de 1975. 

-Acuerdo convenido entre la Conferencia Espiscopal de Costa Rica, en virtud del artículo 90, convenido en sesión del 13 de setiembre de 1990, consignado en acta No. 10-90. Reglamento sobre el Otorgamiento y la Revocatoria de la “Missio Canónica”, Instructivo sobre el  Reglamento y otras normas.

Las normas impugnadas establecen que para la selección de personal dedicado a la educación religiosa, será requisito indispensable la autorización previa que extenderá la Conferencia Episcopal nacional. 



	08-10486-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ernesto Hip Ureña

BN Vital Operadora de Pensiones SA 
	24-07-08
	SANCIONES A OPERADORAS DE PENSIONES.

-Artículo 46 inciso c) de la Ley No. 7523. Ley del Régimen  Privado de Pensiones Complementarias del 30 de junio de 1995, adicionado mediante Ley No. 7983 del 16 de febrero del 2000, publicada en el Alcance No. 11 de la Gaceta No. 35 del 18 de febrero del 2000.

La norma impugnada establece sanciones muy graves en los que pueden incurrir las operadoras de pensiones complementarias. Se afirma que es un  tipo abierto, impreciso e indeterminado, que quebranta el principio constitucional de tipicidad de las sanciones que consagra el artículo 39 de la Constitución.


	08-10485-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Leonardo Molina Avila
	24-07-08
	SANCIONES A OPERADORAS DE PENSIONES.

-Artículo 46 inciso c) de la Ley No. 7523. Ley del Régimen  Privado de Pensiones Complementarias del 30 de junio de 1995, adicionado mediante Ley No. 7983 del 16 de febrero del 2000, publicada en el Alcance No. 11 de la Gaceta No. 35 del 18 de febrero del 2000.

La norma impugnada establece sanciones muy graves en los que pueden incurrir las operadoras de pensiones complementarias. Se afirma que es un  tipo abierto, impreciso e indeterminado, que quebranta el principio constitucional de tipicidad de las sanciones que consagra el artículo 39 de la Constitución.



	08-10493-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Andreína Vincenzi Guilá
	24-07-08
	HONORARIOS DE NOTARIOS

-Artículo 54 de la Ley del Sistema de Banca para el Desarrollo. No 8634, que modifica el artículo 166 del Código Notarial. 

La norma impugnada establece que los honorarios de los notarios públicos podrán ser fijados por acuerdo entre partes. Considera que esto es aceptar que el mercado regule la labor notarial. 



	08-10487-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Andreína Vincenzi Guilá
	24-07-08
	EJERCICIO SIMULTÁNEO DEL NOTARIADO EN VARIAS INSTITUCIONES.

-Artículo 7 inciso e) del Código Notarial. 

La norma impugnada prohíbe al notario público, ejercer el notariado simultáneamente, en más de tres instituciones estatales descentralizadas y en empresas públicas estructuradas como entidades privadas. 



	08-10528-007-CO
Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	25-07-08
	APROBACION DE ENMIENDAS A TLC

- Aprobación de varias enmiendas al Tratado de Libre Comercio República Dominicana-Centroamérica-Estados Unidos. Aprobado por Ley No. 8622 del 21-11-2007.

-Aprobación del Protocolo por el que se adicionan disposiciones en materia de acumulación textil al Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de Costa Rica y de Estados Unidos Mexicanos, aprobado por ley 7474 del 20-12-1994.

Expediente Legislativo No. 17010.



	08-10571-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Alfonso Somarrabas Zúñiga
	25-07-08
	REENVIO Y NUEVO JUZGAMIENTO POR LOS MISMOS HECHOS.

-Artículos 450, 451 y 451 bis del Código Procesal Penal.

Se autoriza el reenvío, se ordena hacer un nuevo juzgamiento sobre el mismo hecho punible y los mismos hechos, lo que se considera violatorio del artículo 42 de la Constitución. 



	08-10629-0007-CO

Consulta Legislativa


	José Joaquín Salazar  R. y otros
	29-07-08
	APROBACION DE ENMIENDAS A TLC

- Aprobación de varias enmiendas al Tratado de Libre Comercio República Dominicana-Centroamérica-Estados Unidos. Aprobado por Ley No. 8622 del 21-11-2007.

-Aprobación del Protocolo por el que se adicionan disposiciones en materia de acumulación textil al Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de Costa Rica y de Estados Unidos Mexicanos, aprobado por ley 7474 del 20-12-1994.

Expediente Legislativo No. 17010.



	08-10660-0007-CO

 Acción de Inconstitucionalidad


	Fabián Volio Echeverría y otro

INS Valores Puesto de Bolsa S.A.


	29-07-08
	SANCIONES IMPUESTAS POR SUGEVAL

-Artículos 157.5, 157.6. 158-3 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores. 

Se acusa que las normas impugnadas no permiten graduar la sanción en proporción a la gravedad de las conductas. 




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	08-08357-0007-CO

Voto 2008-10859
	01-07-08
	A las dieciséis horas con treinta y tres minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente al proyecto de "Aprobación del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud (OMS) para el control del Tabaco", Expediente Legislativo número 15.687. Se evacua la consulta en el sentido que no se observan vicios esenciales de constitucionalidad en el trámite legislativo del proyecto de "Aprobación del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud (OMS) para el control del Tabaco", Expediente Legislativo número 15.687, y en cuanto al fondo no infringe el Derecho de la Constitución. Comuníquese este pronunciamiento al Directorio de la Asamblea Legislativa.-



	08-06706-0007-CO

Voto 2008-10860
	01-07-08
	A las dieciséis horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juliana Romo Robles en contra del artículo 173 inciso 3) de la Ley de Pensiones Alimentarias. Se deniega el trámite a esta acción.-



	08-08640-0007-CO

Voto 2008-11007
	04-07-08
	A las once horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Melvin Rojas Ugalde en contra de las deducciones que aplica a los Notarios el Fondo de Garantía Notarial. Se rechaza de plano la acción.-



	08-07181-0007-CO

Voto 2008-11008
	04-07-08
	A las once horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Derivados del Maíz Alimenticio Sociedad Anónima, en contra del artículo 11 del Decreto número 20307-J de marzo de 1991 reformado por el Decreto número 22308-J del 15 de junio de 1993. Se rechaza de plano la acción.-



	08-06011-0007-CO

Voto 2008-11009
	04-07-08
	A las once horas con treinta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Enrique Villaplana Ramírez en contra de los artículos 15, 18, 19, 20, 22, 24, 53, 54, 56 y 78 del Reglamento Autónomo de Servicios del Tribunal Supremo de Elecciones. Se rechaza de plano la acción.-


	08-07079-0007-CO

Voto 2008-11010
	04-07-08
	A las once horas con treinta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Fabián Gustavo Torres Solano en contra de la resolución número 120-055 de la Sala Segunda del 22/02/05 y artículo 3 de la Ley número 8101 de Paternidad Responsable. Se rechaza de plano la acción.-



	08-06440-0007-CO

Voto 2008-11011
	04-07-08
	A las once horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Esvith Giovanni Rojas Quirós en contra del Artículo 37 inciso a) del Código de Niñez y Adolescencia. Se rechaza de plano la acción.-



	08-09060-0007-CO

Voto 2008-11012
	04-07-08
	A las once horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Hannia Marchena Jiménez en contra de los artículos 3 inciso c), artículo 10 inciso b) y Transitorio Sétimo de la Ley número 7764 del 22/05/98. Se rechaza de plano la acción en cuanto a la alegada infracción al artículo 88 constitucional. En lo demás, se rechaza por el fondo.-


	08-06921-0007-CO

Voto 2008-11013
	04-07-08
	A las once horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juan Abel del Carmen Piedra Camacho en contra del párrafo segundo del artículo 21 de la Ley de Pensiones. Se rechaza por el fondo la acción.-


	08-06635-0007-CO

Voto 2008-11014
	04-07-08
	A las once horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rafael Alberto Gamboa Arguedas en contra del artículo 144 inciso b), artículo 145 incisos a) y c) y artículo 149 del Código Notaria, y otras normas. Se rechaza por el fondo la acción en relación con los artículos 144 inciso b) y 145 incisos a) y c) de la Ley N° 7764. En lo demás, se rechaza de plano.-



	08-09017-0007-CO

Voto 2008-11015
	04-07-08
	A las once horas con cuarenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alexis Barillas Jiménez en contra del artículo 217 párrafo último del Código Procesal Civil. Se rechaza por el fondo la acción, en cuanto a la norma impugnada. En lo demás, se rechaza de plano la acción.-



	08-08904-0007-CO

Voto 2008-11016
	04-07-08
	A las once horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alexis Barillas Jiménez en contra del artículo 217 párrafo último del Código Procesal Civil. Archívese el expediente.-



	08-07334-0007-CO

Voto 2008-11209
	09-07-08
	A las trece horas. Acción de Inconstitucionalidad. Gianluca Sassu en contra del artículo 9, inciso b), del Reglamento del Colegio Profesional de Psicólogos de Costa Rica. Se deniega el trámite a esta acción.-

	08-07913-0007-CO

Voto 2008-11210
	16-07-08
	A las quince horas. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Elizabeth Fonseca Corrales en lo referente al Proyecto de Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones. Por mayoría, se evacua la consulta legislativa en el sentido que el proyecto de ley tramitado bajo el expediente 16.397, Ley de fortalecimiento y modernización de las entidades públicas del Sector Telecomunicaciones, no presenta vicios de constitucionalidad de forma o fondo.

El Magistrado Vargas salva el voto en el considerando XV, únicamente, en cuanto a los criterios para el otorgamiento de becas de capacitación.

Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan su voto y declaran, en cuanto al procedimiento:

a)    la violación del artículo 190 de la Constitución Política, por la omisión de haber sometido a consulta de las instituciones autónomas (el Instituto Costarricense de Electricidad, las Municipalidades y el Banco Central de Costa Rica) el artículo 46 del texto del proyecto aprobado en primer debate;

b)    la vulneración del derecho de enmienda, por la prohibición establecida respecto de la diputada Quirós Quirós en la sesión de 25 de mayo de 2007, para adherirse a las mociones formalmente presentadas en la Comisión Especial;

En cuanto al fondo de la iniciativa, los Magistrados Armijo y Cruz declaran inconstitucionales:

a)    los artículos 11 y 29 del proyecto por la violación del artículo 184 de la Constitución Política, en que se contempla el refrendo contralor;

b)    el artículo 14, por la vulneración de la autonomía administrativa del ICE, en la medida en que le exige contar con la autorización del Poder Ejecutivo, si requiere aumentar el tope del endeudamiento establecido en un 45%;

c)    el artículo 20, párrafo 5° del proyecto en cuestión, por la vulneración de los artículos 183 y 184 de la Constitución Política, en cuanto establece que la "Contraloría General de la República ejercerá sus competencias bajo la modalidad del control posterior";

d)    el artículo 22 del proyecto, en cuanto estipula un monto extremadamente alto para realizar la licitación pública, con menoscabo del artículo 182 de la Constitución Política;

e)    el Transitorio VI del proyecto por la violación de los artículos 182 y 184 inciso 1) de la Constitución Política;

f)     el artículo 20 párrafo 2°, en cuanto dispone que: "La adquisición de bienes y servicios que realicen las empresas del ICE constituidas como una sociedad anónima, quedarán excluidas de la Ley N° 7494, de Contratación Administrativa", por soslayar los alcances del artículo 182 de la Constitución Política en cuanto dispone que el procedimiento normal de contratación administrativa es la licitación.

El Magistrado Armijo Sancho salva su voto y declara inconstitucional, en cuanto al procedimiento: la violación del artículo 190 constitucional, por la omisión de haber sometido a consulta de las instituciones autónomas, el artículo 12 del proyecto aprobado en primer debate; y en  cuanto al fondo: el artículo 24 del proyecto, por invertir el diseño constitucional de la contratación administrativa previsto en el artículo 182 de la Constitución Política.        

Los Magistrados Calzada y Mora ponen nota en el considerando XVIII.

El Magistrado Vargas pone nota en el considerando XIX.-

	08-08893-0007-CO

Voto 2008-11513
	23-07-08
	A las dieciséis horas con dos minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal de Casación Penal en lo referente al Recurso de Revisión de Tanisha Patrice Brown. Se evacua la Consulta planteada en el sentido de que forma parte del debido proceso del imputado y en particular de su derecho de audiencia y defensa, ser oído por el Tribunal sentenciador cuando así lo pida, ello como paso previo a la fijación de la pena en los casos de reenvío por anulación de la sentencia condenatoria en tal extremo.-

	08-09045-0007-CO

Voto 2008-11748
	25-07-08
	A las doce horas con veintiún minutos. Consulta Legislativa. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente al Proyecto de Aprobación de la Convención sobre los Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad. Se evacua la consulta preceptiva referente al proyecto de ley "Aprobación de la Convención sobre los Derechos de las Personas Discapacitadas y su Protocolo Facultativo", que se tramita en el expediente legislativo número 16.843, en el sentido de que no se advierten defectos en el procedimiento ni disposiciones contrarias a la Constitución Política.-



	08-07603-0007-CO

Voto 2008-11749
	25-07-08
	A las doce horas con veintidós minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado Penal Juvenil de San Carlos en lo referente al artículo 164 de la Ley de Tránsito. No ha lugar a evacuar la consulta.-



	08-09130-0007-CO

Voto 2008-11580
	25-07-08
	A las nueve horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Murillo Chaves en contra de La Ley de Enriquecimiento Ilícito de los Funcionarios Públicos. Ley 8422 artículo 14 y 15 Régimen Preventivo de la Corrupción. Se rechaza de plano la acción.-



	08-07078-0007-CO

Voto 2008-11581
	25-07-08
	A las nueve horas con treinta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Bayron Zamora Casasola en contra Párrafo Segundo del artículo 365 del Código Procesal Penal. Se rechaza de plano la acción.-



	08-07829-0007-CO

Voto 2008-11582
	25-07-08
	A las nueve horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rodrigo Johanning Quesada en contra de Artículos 184 bis, 374 y 376 del Código Penal. Se rechaza de plano la acción.-



	08-09191-0007-CO

Voto 2008-11622
	25-07-08
	A las diez horas con quince minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Gonzalo Campos Jiménez en contra del Artículo 15 del Código Procesal Penal. Se rechaza por el fondo la acción.-



	08-06441-0007-CO

Voto 2008-11623
	25-07-08
	A las diez horas con dieciséis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rodrigo Araya Solano en contra del Artículo 58 párrafo segundo de la Ley sobre Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas, Drogas de uso no autorizado, legitimación de Capitales y Actividades Conexas. Ley No 8204 del 26 de diciembre del 2002. Se rechaza por el fondo la acción.-



	08-06255-0007-CO

Voto 2008-11624
	25-07-08
	A las diez horas con diecisiete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Fisher Aragón en contra del Artículo 364 del Código Procesal Civil. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto a la impugnación del  artículo 364 del Código Procesal Civil. Se rechaza de  plano la acción en cuanto a los demás extremos alegados.-



	08-03506-0007-CO

Voto 2008-11752


	25-07-08
	A las doce horas con veinticinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Arístides Segura Cascante en contra Reglamento de Arrendamientos del Instituto de Desarrollo Agrario. Se rechaza de plano la acción.- 



	08-07435-0007-CO

Voto 2008-11753
	25-07-08
	A las doce horas con veintiséis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Arnulfo Carmona Martínez en contra del Artículo 4 inciso e) y 24 inciso e) ambos del Código Notarial por conexidad los artículos 140,148 también del Código Notarial. Se rechaza de plano la acción en cuanto impugna los artículos  24 inciso e), 140 y 148 del Código Notarial, así como las resoluciones dictadas por la Dirección Nacional de Notariado dentro del expediente número 07-000302-0624-NO, a las 8:30 horas del 26 de abril del 2007 y a las 9:00 horas del 23 de abril del 2008. Se ordena dar curso únicamente en cuanto al artículo 4 inciso e) del referido Código.-

	08-03976-0007-CO

Voto 2008-11926
	30-07-08
	A las quince horas con diecisiete minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Garabito en lo referente al Acuerdo del artículo V inciso e) del Acta número 01-2005 de la Comisión Interinstitucional de Tránsito, y otros. No ha lugar a evacuar las consultas formuladas.-



	08-09551-0007-CO

Voto 2008-11927
	30-07-08
	A las quince horas con dieciocho minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado de Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente al artículo 13 de la Ley de Pensiones Alimentarias número 7654 del 19 de diciembre de 1996. No ha lugar a evacuar la consulta.-



	08-09558-0007-CO

Voto 2008-11928
	30-07-08
	A las quince horas con diecinueve minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado de Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente al artículo 13 de la Ley de Pensiones Alimentarias número 7654 del 19 de diciembre de 1996. No ha lugar a evacuar la consulta.-



	08-09555-0007-CO

Voto 2008-11929
	30-07-08
	A las quince horas con veinte minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado de Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente al artículo 13 de la Ley de Pensiones Alimentarias número 7654 del 19 de diciembre de 1996. No ha lugar a evacuar la consulta.-



	08-09544-0007-CO

Voto 2008-11930
	30-07-08
	A las quince horas con veintiún minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado de Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente al artículo 13 de la Ley de Pensiones Alimentarias número 7654 del 19 de diciembre de 1996. No ha lugar a evacuar la consulta.-



	08-09557-0007-CO

Voto 2008-11931
	30-07-08
	A las quince horas con veintidós minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado de Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente al artículo 13 de la Ley de Pensiones Alimentarias número 7654 del 19 de diciembre de 1996. No ha lugar a evacuar la consulta.-



	07-08000-0007-CO

Voto 2008-11932
	30-07-08
	A las quince horas con veintitrés minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Emilio Arana Puente en contra de los artículos 3, 4 y 6 del Reglamento Autónomo Municipal de Máquinas de la Municipalidad de Alfaro Ruiz, aprobado por el Concejo Municipal y publicado en La Gaceta número 132 del 10 de julio de 2006. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anulan por inconstitucionales los artículos 3, 4 y 5 del Reglamento Autónomo Municipal de Máquinas de la Municipalidad de Alfaro Ruiz aprobado por el Consejo Municipal y publicado en La Gaceta número 132 del diez de julio del dos mil seis. En lo demás se declara sin lugar. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	08-10629-0007-CO

Voto 2008-11940
	30-07-08
	A las dieciséis horas con cinco minutos. Consulta Legislativa. Elizabeth Fonseca Corrales y otros en lo referente al Proyecto de Ley aprobación de varias enmiendas al Tratado de Libre Comercio República Dominicana –Centroamérica- Estados Unidos y otros. Acumúlese esta consulta a la que bajo expediente número 08-010528-0007-CO  se tramita ante esta Sala.-



	08-09016-0007-CO

Voto 2008-11941
	30-07-08
	A las dieciséis horas con seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Emilio Chávez Loaiza contra el artículo 109 inciso b del Código de Familia. Reformado por Ley No. 7538. Se deniega trámite de la acción.-



	08-02999-0007-CO

Voto 2008-11920
	30-07-08
	A las quince horas con once minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Gerardo Tamayo Salazar contra Párrafo primero del artículo 160 de la Convención Colectiva de Trabajo vigente suscrita por el Sindicato UPINS y el Instituto Nacional de Seguros. Se rechaza por el fondo la acción. 

El Magistrado Jinesta pone nota.-



	08-09690-0007-CO

Voto 2008-11921
	30-07-08
	A las quince horas con doce minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Lucrecia Rivas Quesada contra Artículo 4.6 apartado B) y C) de la Ley N° 7929. Se rechaza por el fondo la acción.-



	08-08090-0007-CO

Voto 2008-11922
	30-07-08
	A las quince horas con trece minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Viviana Montero Conejo contra Artículo 24 de la Ley de Pensiones Alimentarias. Se rechaza por el fondo la acción.-



	08-07033-0007-CO

Voto 2008-11923
	30-07-08
	A las quince horas con catorce minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ricardo Hilje Quirós contra Artículo 430 párrafo 1 y 428 párrafo 3 del Código Procesal Civil y 12 de la Ley de Notificaciones. Se rechaza por el fondo la acción.-




	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	08-6261-007-CO
	Jorge Fisher Aragón contra el inciso e) del Artículo 4 de la Ley de Paternidad Responsable número 8101, que adicionó al Código de Familia, el artículo 98 bis, especialmente la frase: "... a elección de esta última y sin posibilidad de prórroga...".  
Resolución de 08:30 horas del 18 de junio del 2008.

Boletines  Nº 131, 132 y 133 del 08, 09 y 10 de julio del 2008.


	COMPETENCIA EN MATERIA DE FAMILIA.

La norma se impugna en cuanto estima que violenta el interés superior del menor, por cuanto la reforma no previó que fuese el domicilio del niño o niña el que determinara la competencia del Tribunal, toda vez que puede darse un caso como el asunto de base en este proceso, en el cual el actor que impugna la paternidad reside en Cañas y el menor en Cartago, lo cual dificulta gravosamente en perjuicio del niño su defensa, ya que el proceso fue incoado en Guanacaste. Indica que lo anterior constituye una inconstitucionalidad por omisión, ya que el legislador no valoró la razonabilidad de la norma en este sentido, violentando el principio internacional establecido en la Convención sobre los Derechos del Niño.

 

	08-8734-007-CO


	María Isabel Bonilla Herrera para que se declaren inconstitucionales los artículos 57, 58, 61 aparte V, 68, 69, 70, 71 y 72 de la Undécima Reforma a la Quinta Convención Colectiva del Banco Nacional de Costa Rica.

Resolución de 13:50 horas del 18 de junio del 2008.
Boletines  Nº 131, 132 y 133 del 08, 09 y 10 de julio del 2008.


	TRASLADO DE COMPETENCIA PARA EJERCER POTESTADES DISCIPLINARIAS Y ADMINISTRATIVAS A LA JUNTA DE RELACIONES LABORALES

La normas se impugnan en cuanto privan a la Gerencia General del Banco Nacional de Costa Rica del ejercicio de potestades administrativas, especialmente la de autoorganización, y de potestades disciplinarias, atribuidas por disposición del artículo 40 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional  

	08-7075-007-CO


	Laura Bonilla Herrero y Rolando Alberto Segura Ramírez, actuando como apoderados especiales judiciales de Aros de Bicicleta Costa Rica, S.A., contra el Transitorio 1º del “Plan Regulador para el Cantón de Belén”, aprobado por acuerdo del Concejo Municipal de Belén, en sesión Nº 16 del 13 de marzo del 2007

Resolución de 14:59 horas del 02 de julio del 2008
Boletines  Nº 141, 142 y 143 del 22, 23 y 24 de julio del 2008.


	PLAN REGULADOR DEL CANTON DE BELEN

La norma se impugna específicamente en cuanto “(suspende) inmediatamente, en general, el otorgamiento de disponibilidad de agua y permisos de construcción, a los proyectos de desarrollo habitacional, comercial e industrial, en condominios o urbanización, por el tiempo necesario para actualizar y poner en ejecución el nuevo Plan Regulador para el Cantón de Belén, a la luz de los nuevos elementos conocidos”. Consideran los accionantes que la disposición impugnada, que no establece plazo alguno para que se apruebe el nuevo plan regulador y que, por ende, suspende indefinidamente los referidos otorgamientos, es contraria a los mencionados principios y preceptos constitucionales. 

	08-8787-007-CO


	Ruth Solano Vázquez, en representación de la Asociación Justicia para la Naturaleza contra el último párrafo del artículo 7 de la Ley de Conservación de la Vida Silvestre, por estimarlo contrario a los artículos 7, 50 y 69 de la Constitución Política y a las disposiciones previstas en la Convención de Ramsar, relativa a los Humedales de Importancia Internacional especialmente como Hábitat de Aves Acuáticas firmada en Ramsar el 2 de febrero de 1971, ratificada por Ley No. 7224 del 9 de abril de 1991. 

Resolución de las 16:10 horas del 01 de julio del 2008
Boletines  Nº 141, 142 y 143 del 22, 23 y 24 de julio del 2008.


	CREACION Y DELIMITACION DE HUMEDALES POR DECRETO.

Las normas se impugnan en cuanto, en criterio del accionante, el último párrafo del numeral séptimo de la Ley de la Conservación de la Vida Silvestre, que en lo conducente preceptúa que “La creación y delimitación de los humedales se hará por decreto ejecutivo, según criterios técnicos” es inconstitucional, por cuanto, al requerir que los humedales sean creados y delimitados por Decreto Ejecutivo, deja en estado de desprotección a todos los ecosistemas de humedal, que no hayan sido “creados y delimitados” por esa vía, lo que atenta contra los numerales 7, 50 y 69 del texto constitucional y contra las previsiones de la Convención de Ramsar. Aduce que los humedales, al igual que los bosques, no necesitan ser creados, sino que, basta con que exista un espacio o un ecosistema que reúna las características establecidas en las definiciones de humedales procuradas distintos cuerpos legales, tales como, la Convención relativa a los Humedales de Importancia Internacional especialmente como Hábitat de Aves Acuáticas (Convención de Ramsar), la Ley de Conservación de la Vida Silvestre, la Ley Orgánica del Ambiente y la Ley de Pesca y Acuicultura. Señala que a todo aquél espacio o ecosistema que reúna las características establecidas en esas definiciones, se le debe aplicar el régimen legal establecido en los ordinales 41, 43, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Ambiente, independientemente haya sido declarado y delimitado o no, por un decreto ejecutivo, resultando incluso de aplicación, el artículo 103 de la Ley de Conservación de la Vida Silvestre. 

	08-8050-007-CO


	Flor Cristina Díaz Prudencio contra los artículos 14 y 15 de la Ley General de Pensiones

Resolución de las 07:35 horas del 30 de junio del 2008
Boletines  Nº 141, 142 y 143 del 22, 23 y 24 de julio del 2008.


	DERECHO A RECIBIR DOS PENSIONES O SALARIO Y PENSION.

Las normas se impugnan, por cuanto se permite cotizar para dos regímenes diferentes y consecuentemente disfrutar de ambas pensiones, no obstante, los artículos 14 y 15 de la Ley General de Pensiones, limitan de forma irracional y desproporcionada a aquél funcionario que cotiza para un mismo Régimen como el de Invalidez, Vejez y Muerte, suspendiéndole la pensión cuando decide laborar para la Administración Pública, como en su caso, que recibía una pensión de su cónyuge la cual se le suspendió por verse obligada a laborar, en atención al costo de vida. Considera que con ello se restringe de una forma ilegal su derecho a tener una vida digna, con todo lo que esto implica, vivienda, techo, vestido y comida; sin tener que llegar a cambiar su estilo y condiciones de vida, a diferencia de otros pensionados a los cuales se les permiten otras condiciones. 



	08-0006-007-CO
	Roberto Giusti Soto contra el   artículo 11 de la Ley del Registro y Archivos Judiciales, número 6723 del 10 de marzo de 1982, frase “sin efectuarse nueva inscripción” 

Resolución de las 10:18 horas del 25 de junio del 2008
Boletines  Nº 141, 142 y 143 del 22, 23 y 24 de julio del 2008.


	PLAZO PARA REGISTRO DE PENAS

Explica el accionante que una gestión suya para la obtención del beneficio de libertad condicional fue denegada, aduciendo que no reúne los requisitos necesarios, puesto que en la certificación de juzgamientos solicitada al efecto aparece una condenatoria previa, a pesar de que la sentencia respectiva fue dictada hace veintiún años. El artículo 11 de la citada Ley 6723 dispone que los asientos de registro de las condenas son cancelados, al cabo de diez años, solo si en ese lapso no se produce una nueva inscripción. Considera que esto último es contrario a sus derechos constitucionales y legales. 

	08-8837-007-CO
	Elsa Monge Montealegre y Rodolfo A. Jiménez Morales contra el artículo 80 del Código de Trabajo y 102 del Reglamento Autónomo de la Asamblea Legislativa. 

Resolución de 10:06 horas del 25 de junio del 2008
Boletines  Nº 141, 142 y 143 del 22, 23 y 24 de julio del 2008.


	DESPIDO POR INCAPACIDAD DE TRES MESES EN FORMA CONSECUTIVA

La norma se impugna en cuanto se coloca en un estado de desprotección a aquellos trabajadores que  por una contingencia -a saber: que padecen de una enfermedad que los incapacita para laborar más allá de tres meses, pero que no configura un caso de incapacidad o invalidez permanente-, se les obliga a trabajar aunque no se encuentren en aptitud mental o física para hacerlo, o bien, se prescinde de sus servicios con responsabilidad laboral -como en su caso-, con el agravante de que al quedar cesantes, no sólo carecerán de los medios económicos para solventar sus necesidades básicas y las de sus familias, sino que además, no podrán tener acceso a los servicios de salud que requieren para atender su padecimiento, lo cual, resulta contrario a lo dispuesto en los artículos 56 y 72 de la Constitución Política, puesto que dependerá de la voluntad del patrono y no del criterio técnico de un profesional en medicina, que se de por terminada la relación de empleo; aunado a que resultaría discriminatorio que existan supuestos en que no obstante se excedan los tres meses de incapacidad, los trabajadores puedan reincorporarse a sus puestos hasta su recuperación. 
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	4. POR TANTOS PUBLICADOS


	EXPEDIENTE
	NORMATIVA IMPUGNADA Y POR TANTO
	VOTO 
	BOLETINES

	01-000868-0007-CO 


	Acción de Inconstitucionalidad. Promovida por Marlen Sibaja Fonseca y otras en contra de los Estatutos del Partido Liberación Nacional, artículos 85 y 88. 
      “Se declara con lugar la acción, únicamente, por los efectos que produjo la norma impugnada durante su vigencia. En consecuencia se anula por inconstitucional los artículos 85 y 88 del Estatuto del Partido Liberación Nacional del año 2000. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo y Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo y Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Salvan el voto los Magistrados Armijo Sancho, Cruz Castro y Araya García. Notifíquese.”      
	09582-08
	Boletines  Nº 141, 142 y 143 del 22, 23 y 24 de julio del 2008.



	07-004857-00007-CO
	Acción de Inconstitucionalidad. Promovida por la Cámara de Bancos e Instituciones Financieras de Costa Rica en contra del artículo 1 de la Ley número 4631 del 18 de agosto de 1970, reformado por el inciso g) del artículo  167 de la Ley número 7558 del 3 de noviembre de 1995 y Reglamento sobre Distribución de Utilidades por la Venta de Bienes Adjudicados.
     “Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad”
	10730-08
	Boletines  Nº 141, 142 y 143 del 22, 23 y 24 de julio del 2008.



	01-005165-0007-CO
	Acción de Inconstitucionalidad. Promovida por Vivienda Mutual de Ahorro y Préstamo en contra del Reglamento del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda.
     “Archívese el expediente”
	09580-08
	Boletines  Nº 141, 142 y 143 del 22, 23 y 24 de julio del 2008.



	07-003335-0007-CO
	Acción de Inconstitucionalidad. Promovida por Alberto Salom Echeverria y otro en contra de los artículos 32, 46, 5 inciso d), 8, 1 y 4 Ley de Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos.
     “Se declara sin lugar la acción. Tome nota el Ministerio de Hacienda de lo dicho en el último considerando”
	09567-08
	Boletines  Nº 141, 142 y 143 del 22, 23 y 24 de julio del 2008.



	03-012903-0007-CO
	Acción de Inconstitucionalidad. Promovida por Alfonso Obón Arellano contra el decreto ejecutivo 27364-S y omisión del Poder Ejecutivo.

     “Se declara sin lugar el recurso”
	10482-08
	Boletines  Nº 141, 142 y 143 del 22, 23 y 24 de julio del 2008.



	02-009031-0007-CO
	Acción de Inconstitucionalidad. Promovida por Hubert May Cantillano en contra de los artículos 106 y 171 de la Constitución Política.
     “Se declara sin lugar la acción”

     El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar la acción. De igual forma declaran con lugar la acción, con sus consecuencias, el Magistrado Sosto López y la Magistrado Salazar Cambronero.
	10728-08
	Boletines  Nº 141, 142 y 143 del 22, 23 y 24 de julio del 2008.



	06-005845-0007-CO
	Acción de Inconstitucionalidad. Promovida por Electrónica Constructora EMCO Sociedad Anónima en contra del artículo 369 de las Normas Generales para Obras de Construcción del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados.

     “Se declara sin lugar la acción planteada” 
	10729-08
	Boletines  Nº 141, 142 y 143 del 22, 23 y 24 de julio del 2008.



	07-016021-0007-CO
	Acción de Inconstitucionalidad. Promovida por el Sindicato de Trabajadores del Sistema Aduanero Nacional en contra de los numerales 13 y 20 de la Ley de Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos.
     “Se declara sin lugar la acción”
	10733-08
	Boletines  Nº 141, 142 y 143 del 22, 23 y 24 de julio del 2008.
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AMBIENTE 

12016-08. BOTADERO DE BASURA CLANDESTINO PROVOCA CONTAMINACIÓN AMBIENTAL EN EL VALLE LA ESTRELLA. Señala la parte recurrente que presento denuncia ante las autoridades recurridas por cuanto la compañía Standard Fruit Company  tiene un botadero de basura clandestino denominado BOCURE ubicado en el Valle la Estrella provincia de Limón, el cual provoca mucha contaminación sobre los desechos infecto contagioso que ahí se depositan.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra de Salud y a la Alcaldesa de la Municipalidad de Limón, que en caso de que se decida mantener el funcionamiento del vertedero Bocuare en el área dedicada al depósito de desechos sólidos tradicionales, adopten dentro del ámbito de sus competencias las medidas que sean necesarias para que su operación se ajuste a derecho. Se ordena al Apoderado Generalísimo de Standard Fruit Company de Costa Rica Sociedad Anónima, cumplir con las disposiciones que se dicten por las autoridades recurridas a fin de que el área del vertedero Bocuare dedicada a depósito de desechos sólidos tradicionales cumpla con los requisitos legales para operar. Por su parte, se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, adoptar las medidas que sean necesarias para que los funcionarios del Área de Salud del Valle La Estrella de Limón cuenten con una opción viable e inmediata para darle tratamiento a los desechos bio-peligrosos que se mantienen almacenados en la Clínica del Valle La Estrella a fin de evitar vulneraciones al derecho a la salud y al ambiente en perjuicio de los pobladores. CL

11805-08. PROBLEMAS POR MALOS TRABAJOS REALIZADOS POR LOS VECINOS. Alega la recurrente que las autoridades recurridas no han logrado dar una solución definitiva al grave problema de contaminación y de salud que les aqueja, debido a los trabajos mal efectuados por sus vecinos, ya que hicieron una cuartería sin muro de contención y aduce que peligran sus viviendas. Manifiesta el recurrente que sus vecinos tenían una tapia de zinc, la cual se derrumbó y las aguas servidas empezaron a filtrarse dentro de sus propiedades. Indica que en el sitio se podía observar mosquitos, moscas y fuertes olores a consecuencia de las aguas expuestas. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, consta que la respuesta de los accionados ha demorado, en perjuicio de su derecho a la salud y la seguridad por parte de la Municipalidad y el Área Rectora de Salud de Oreamuno, por lo que se estima el recurso parcialmente, únicamente en este aspecto. Se declara parcialmente con lugar el recurso por infracción de los derechos previstos en los artículos 21, 41 y 50 de la Constitución Política. Se ordena al Alcalde Municipal de Oreamuno, velar por que se ejecute de forma completa y oportuna la orden girada al dueño del inmueble que afecta al recurrente de limpiar su lote y reparar el muro que colinda con la propiedad del actor. De ello deberá el Alcalde informar a la Sala en el plazo de tres meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL
11796-08. PROBLEMAS CON ALCANTARILLADO SANITARIO EN URBANIZACION VILLA FLORES EN CORONADO. Alega el recurrente que el alcantarillado sanitario de la Urbanización Villa Flores está saturado de aguas negras, ya que varios vecinos se han conectado a éste de forma indebida pese que aún no está funcionando, lo que provoca que el líquido se desborde y se genere con ello un grave problema de contaminación ambiental. Acusa que no obstante la existencia de múltiples denuncias, el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, el Ministerio de Salud y la Municipalidad de Vázquez de Coronado no han solucionado a la fecha dicho problema. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al  Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, al Alcalde Municipal de Vázquez de Coronado, y a la  Directora  del Area Rectora de Salud de Coronado del Ministerio de Salud,  que de forma coordinada adopten las medidas necesarias para que en el plazo de seis meses, contado a partir de la comunicación de la presente resolución, se resuelva de manera definitiva el problema sanitario que aqueja al amparado, asimismo deberán la Municipalidad de Vázquez de Coronado y el Area Rectora de Salud de Coronado del Ministerio Salud inspeccionar en forma periódica la Urbanización Villa Flores para evitar que, una vez corregido el problema, éste se reanude. Se ordena a la Directora  del Area Rectora de Salud de Coronado del Ministerio de Salud, que en el plazo de un mes, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, responda por escrito la denuncia planteada por el amparado el nueve de abril del dos mil ocho y se le notifique lo correspondiente. CL
11862-08. OMISION DE VIABILIDAD AMBIENTAL DE PLAN REGULADOR DE ESPARZA. Alega el accionante que la autoridad recurrida, en el trámite de elaboración del Plan Regulador del cantón de Esparza, omitió considerar la variable ambiental, al grado de que ese plan nunca obtuvo la viabilidad ambiental de parte de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, considerando que esa situación lesiona el derecho al ambiente por lo que pide que se declare con lugar el recurso y se anulen los actos desplegados para aprobar el Plan Regulador del cantón de Esparza.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a Dagoberto Venegas Porras en su condición de Alcalde de la Municipalidad de Esparza, que adopte de manera inmediata las medidas que sean necesarias para incorporar la variable de impacto ambiental en el Plan Regulador del Cantón de Esparza de conformidad con las exigencias y plazo contenidos en la resolución dictada por la Secretaría Técnica Nacional Ambiental número 1946-2007-SETENA de las diez horas treinta minutos del primero de octubre del dos mil siete así como también que gestione ante esa Secretaría Técnica la viabilidad ambiental del Plan Regulador de ese cantón. CL
11739-08. PROBLEMA EN TRATAMIENTO DE AGUA NEGRAS Y PLUVIALES EN CONDOMINIO PALMA DE MALLORCA. Los recurrentes alegan que  en el Condominio Palma de Mallorca existe un grave problema sanitario en los sistemas de tratamiento de aguas negras y pluviales, lo cuál produce pestilencia y malos olores,  sin que, a la fecha las instituciones involucradas hayan dado una solución definitiva. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, este Tribunal determina que tanto el Ministerio de Salud como la Municipalidad de Escazú no han actuado con la urgencia del caso para dar una  solución definitiva al grave problema sanitario que afecta a los vecinos del Condominio Palma de Mallorca, además se estima que las autoridades recurridas son responsables, por la omisión en velar pronta y eficazmente por la salud de esa población, y al medio ambiente y  las acciones desplegadas en tutela de la salud y del medio ambiente por parte  dichas instituciones, dentro del marco de sus competencias, han sido claramente insuficientes, incurriendo así en responsabilidad por omisión en el ejercicio de esas potestades. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al  Alcalde Municipal de la Municipalidad de Escazú y la Ministra de Salud, adoptar cada uno dentro del ámbito de sus competencias, las medidas que sean necesarias para darle una solución integral al problema de alcantarillado sanitario y tratamiento de las aguas negras, además de los malos olores provenientes del   Condominio Vistas de Mallorca, conocido como Palma de Mallorca. Se cita sentencia  20006-08983. CL

11366-08. ATENCIÓN A DENUNCIAS POR CONTAMINACIÓN SÓNICA.  Alega el recurrente que las denuncias interpuestas por contaminación sónica en contra de la empresa Productos Serigráficos del Este S.A., no han sido atendidas por las autoridades del Ministerio de Salud. Señala que la Municipalidad de Moravia, permite a la empresa en cuestión la utilización de maquinaria,  sin los retiros necesarios por la normativa urbana. En este caso consta que el Ministerio recurrido ha tomado las medidas necesarias y efectivas para determinar si efectivamente la actividad desarrollada por la empresa denunciada provoca contaminación ambiental en la comunidad y si está perjudicando al aquí amparado y sus vecinos; así como al medio ambiente. En cuanto a la Municipalidad de Moravia, consta que las denuncias planeadas por el recurrente han sido debidamente atendidas. Se declara sin lugar el recurso. SL
ASAMBLEA LEGISLATIVA
11748-08. CONVENCION SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD. Consulta Legislativa. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente al Proyecto de Aprobación de la Convención sobre los Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad. Se evacua la consulta preceptiva referente al proyecto de ley "Aprobación de la Convención sobre los Derechos de las Personas Discapacitadas y su Protocolo Facultativo", que se tramita en el expediente legislativo número 16.843, en el sentido de que no se advierten defectos en el procedimiento ni disposiciones contrarias a la Constitución Política.

10859-08. CONVENIO SOBRE EL TABACO. Consulta Legislativa sobre la Aprobación del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud (OMS) para el control del Tabaco. Expediente Legislativo No. 15687. Esta Sala considera que el Convenio Marco busca que los países que forman parte, dispongan de un marco jurídico para el control del Tabaco, y cuya justificación reside en el riesgo que significa para la salud de millones de personas en todo el orbe, por cuanto es un Tratado que requiere de medidas legislativas y de otro orden que se desarrollen en nuestro país. Se evacua la consulta en el sentido que no se observan vicios esenciales de constitucionalidad en el trámite legislativo del proyecto de "Aprobación del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud (OMS) para el control del Tabaco", Expediente Legislativo número 15.687, y en cuanto al fondo no infringe el Derecho de la Constitución. Sobre el tema se citan las sentencias 3173-93, 9565-06,14636-06, 982-90, 9898-06, 11066-04.  Evacuada. 
10861-08. ELIMINACIÓN DEL IMPUESTO AL COMBUSTIBLE DIESEL. Manifiesta el recurrente  que en la Asamblea Legislativa se está impulsando aprobar un proyecto de ley en la que elimina el impuesto al combustible diesel, aumentado a los combustibles gasolina regular y gasolina súper. Que según el criterio de los recurridos, tal medida está sustentada para frenar un poco el impacto de los aumentos en los combustibles, y porque el diesel es usado por la parte productiva del país, sin embargo, también la gasolina es usada por otra parte productiva del país. La Sala rechaza de plano  el recurso por no ser esta sede competente para conocer  del asunto. RP

BANCARIO 
12042-08. NIEGAN INFORMACION DE CUENTAS PERSONALES EN BANCO PRIVADO. Alega el recurrente que tiene dos cuentas en un banco privado, una en dólares y otra en colones, de las cuales fue sustraído dinero sin su consentimiento por parte de personeros del Banco recurrido.  Señala que se presentó ante la Agencia del Banco accionado, ubicada en Plaza Mayor, con el fin de solicitar información sobre los movimientos de las cuentas a su nombre desde el día de su apertura de éstas, así como de las firmas autorizadas para realizar retiros, los "boucher" de los retiros y los videos de los cajeros.  Añade que en la reunión efectuada se le informó que, efectivamente, una funcionaria del Banco había sustraído determinada suma de dinero de sus cuentas; sin embargo, se negaron a identificar a dicha funcionaria  señalando que la información solicitada sería suministrada en un plazo de quince días.  Alega que en forma constante se le ha indicado que dentro de quince días después se le daría la información requerida, pero aún no ha sido suministrada.  Considera que tal omisión lesiona sus derechos fundamentales. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. Se le ordena a quien ocupe el cargo de Gerente de la Sucursal del Banco Uno en Rohrmoser que, a la mayor brevedad posible, le entregue a la recurrente la información solicitada desde el 30 de enero de 2008. CL
11497-08. REBAJO AUTOMÁTICO DE MONTO SOBREGIRADO.   El recurrente, alegó que la Sucursal de Siquirres del Banco de Costa Rica rebajó, automáticamente, un monto sobregirado en su cuenta de ahorros, luego de que su salario fue depositado, por lo que con el remanente no puede hacer frente a sus necesidades ni a las de su familia. Estima la Sala que El Banco de Costa Rica actuó conforme a su capacidad de Derecho Privado, en el marco de una relación estrictamente contractual, además a la hora de abrir la cuenta, el recurrente aceptó los términos en los cuales se planteó su empleo, en el Reglamento para el Servicio de la Cuenta de Ahorro.  Su disconformidad debe ser planteada ante la jurisdicción ordinaria, pues el Banco se limitó a recuperar el monto sobregirado. Se declara sin lugar el recurso. SL

DERECHO A LA EDUCACIÓN

12018-08. NO DEPOSITAN BECAS A ESTUDIANTES DE EDUCACIÓN ESPECIAL. Los recurrentes interponen recurso de amparo contra la autoridad recurrida alegando que son estudiante de Educación especial y que  desde el mes de mayo del 2008 no se le deposita los dineros correspondientes  a sus becas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta de la Junta Directiva, y al Director Ejecutivo, ambos del Fondo Nacional de Becas (FONABE), realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que se continúe pagando a los amparados la beca que les había sido otorgada, sin perjuicio de que la autoridad recurrida realice los procedimientos que estimen pertinentes con respecto a dicho beneficio, siempre y cuando se respeten los elementos del debido proceso. CL
12009-08. EDUCACIÓN. NO SE LE IMPARTE EL CURSO DE FRANCES EN EL COLEGIO LICEO DUACARI. Señala la recurrente que por falta de profesor no recibe clases de Francés en el colegio, Liceo Duacari, por lo que se esta viendo afectados su derecho a la educación. Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto al Ministerio de Educación Pública. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que de inmediato se nombre a un profesor de francés en el Liceo de Duacari de Villafranca. CL

11621-08 ADECUACIÓN CURRICULAR EN UNIVERSIDAD Indica el que es estudiante de la carrera de Derecho en la universidad recurrida, en donde se han negado aplicarle adecuaciones curriculares significativas, ni nombrarle un tutor en todas las materias, ni adecuarle los exámenes conforme a su discapacidad, según lo dispuesto en la Ley N° 7600 y su Reglamento.  Estima esta Sala que lo pretendido por el recurrente es improcedente, pues los estudios universitarios responden a otra filosofía y otros fines, en los cuales no es posible la aplicación de la adecuación curricular significativa que reclama el recurrente, por versar específicamente sobre su capacidad intelectual para asimilar el contenido de las materias que conforman la carrera.  La educación superior universitaria va encaminada a formar profesionales, los cuales deben tener un nivel académico adecuado para el ejercicio de la profesión de la que se trate, para lo cual es indispensable que el estudiante posea, entre otras condiciones, las aptitudes intelectuales necesarias para su desempeño, situación que hace incompatible la implementación de adecuaciones curriculares significativas -como las que pide el amparado- a fin de que el nivel intelectual requerido para aprobar las materias y los exámenes que se realizan para evaluar la adquisición de los conocimientos se modifique al punto de que un estudiante que no posee las condiciones intelectuales necesarias para aprobar dichos cursos, los pueda aprobar, como es el caso del aquí recurrente, según él mismo lo manifiesta.  No se trata, por ejemplo, de que sus problemas de aprendizaje le hagan más lerdo en la comprensión de la materia, sino de que sufre un retardo mental que le impide la comprensión cabal de las asignaturas, lo que no puede ser remediado o suplido a nivel universitario. Se rechaza por el fondo el recurso. Los Magistrados Armijo y Vinocour salvan el voto y ordenan dar curso. Se cita la sentencia 2007-01547. RF
11391-08. ACUSA PÉSIMAS CONDICIONES DE INFRAESTRUCTURA EN CENTRO DE EDUCACIÓN.  La recurrente impugna las pésimas condiciones de infraestructura y de inaccesibilidad para las personas con discapacidad en las que se encuentra la Escuela Juan Vásquez de Coronado de Cartago. Esta Sala no desconoce la necesidad de educación de ciertas comunidades alejadas y las carencias en ese sentido, pero ello no implica que se vaya a permitir funcionar un centro educativo en tales condiciones violentando el derecho a la salud y el derecho a gozar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, tal y como fue precisado anteriormente. Se declara con lugar el recurso, en consecuencia se ordena al Ministro de Educación Pública, girar las instrucciones necesarias para que de inmediato se realicen las mejoras sanitarias del caso a efectos de que se respete el derecho a la salud y el derecho a gozar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado de todos los que asisten a la Escuela Juan Vásquez de Cartago, particularmente para solventar los problemas de infraestructura en la planta física, en el sistema eléctrico y realizar rampas de acceso para aquellas personas con alguna discapacidad. CL
11387-08. OBLIGATORIEDAD DE REALIZAR PRUEBA DE APTITUD A LOS MENORES QUE NO TIENEN EDAD REQUERIDA. Manifiesta la recurrente que a su hijo se le está denegando el ingreso  a la escuela debido a que no existe cupo libre en ese nivel. La Sala ha analizado en múltiples recursos que, el Decreto Ejecutivo 33952 del 19 de julio del 2007 fue reformado recientemente, y con dicha reforma se acordó realizar una prueba de aptitud a los menores que no tienen la edad requerida para su primer ingreso. Partiendo de ese dicho, observa este Tribunal que el amparado sí cumple con la edad requerida para ingresar a primer grado y a la fecha no se le ha efectuado la prueba de rendimiento académico, por lo tanto sí se constata la violación a la educación del menor. Deberá la autoridad recurrida efectuar las pruebas requeridas a fin de comprobar si el amparado cumple con los parámetros requeridos para cursar primer grado y en caso de aprobarla, permitirle el ingreso al sistema educativo.  Se declara con lugar el recurso y en consecuencia se a la Directora de la Escuela Nueva Laboratorio o a quien en su lugar ejerza el cargo, que proceda a aplicar la prueba de aptitud que determine la capacidad del niño para ingresar en el Nivel de primer grado, y en caso de aprobarla, deberá admitirlo en el centro educativo recurrido en ese nivel, todo lo cual deberá realizarse en un plazo no mayor de ocho días hábiles a partir de la comunicación de la parte dispositiva de esta sentencia. Se citan los votos: 839-06, 8083-00 y 1123-02. CL

10944-08.  NIEGAN MATRICULA EN LA UNIVERSIDAD. Se alega que el recurrente padece problemas psicológicos, por lo que debe estar sometido a tratamiento médico, lo cual le ha causado una adecuación curricular.  Indica que por orden de la administración de la Universidad recurrida, no se le permite el ingreso a la misma, motivo por el cual el amparado no pudo matricular el primer cuatrimestre del presente año  y no se le permite solicitar el récord de notas o el traslado de las mismas a otra Universidad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se deduce que las medidas tomadas por la Universidad recurrida son razonables y necesarias para garantizar la seguridad personal  de los estudiantes, dado que en varias ocasiones, según lo informado, el recurrente ha mostrado una conducta impropia en contra de éstos. Se constató la  entrega a la madre del amparado de una copia del expediente y no se demostró que el amparado haya requerido la certificación que reclama. Se declara sin lugar el recurso. SL 

11153-08. SANCION SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que se le impuso una sanción a su hijo, sin que le fuera otorgado el debido proceso. Esta Sala arriba a la conclusión de  que el procedimiento llevado a cabo contra el amparado no cumple con los requerimientos establecidos en el Reglamento de Evaluación de los Aprendizajes, Decreto Ejecutivo No. 31635- MEP del 4 de febrero del 2004.  Se declara con lugar el recurso por violación al debido proceso y al derecho de defensa en perjuicio del amparado, al no prevenirse a sus padres de familia de su derecho a contar con asesoría profesional de un abogado para ejercer la defensa del estudiante. En consecuencia, se anula la resolución mediante la cual se le impuso la medida correctiva de interrupción del proceso educativo por quince días naturales, así como el rebajo de cuarenta y cinco puntos de la nota de conducta, por comisión de falta gravísima, sin perjuicio de que se enderece el procedimiento de ser aún jurídicamente posible

11146-08. NIEGAN TRASLADO DE CENTRO EDUCATIVO POR RAZONES DE SALUD. Manifiesta la recurrente que su hija cursa el noveno año en el Colegio Técnico General Viejo, lugar al que viajaba mediante el servicio de autobús con un recorrido aproximado de seis kilómetros, pero la tormenta Alma destruyó el puente que comunica con la comunidad de General Viejo, y su hija ahora debe realizar un recorrido de veinte kilómetros para poder tomar la nueva ruta hasta el Colegio. Indica que por el estado de salud actual de la menor no se pueda trasladar al centro educativo. Ante esa situación, dice que solicitó un traslado al Colegio Técnico San Isidro, que está a ochocientos metros de su casa, pero a pesar de que en varias ocasiones ha acudido ante el Director a solicitar que acepte a su hija en ese Centro, el recurrido se ha negado indicándole que no tiene capacidad locativa para recibir a su hija.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Colegio Técnico Profesional San Isidro que de inmediato admita a la amparada en ese centro educativo por lo que falta del presente curso lectivo, hasta que se solucione la causa que dio origen a la solicitud de traslado y que motiva la estimatoria de este recurso. La Magistrada Calzada Miranda y el Magistrado Araya García declaran con lugar el recurso, ordenando el traslado indefinidamente. CL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
11743-08. SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE PERSONAS INDÍGENAS Y NO INDÍGENAS DENTRO DE ÁREA DE PROYECTO HIDROELÉCTRICO EL DIQUÍS.  El recurrente indica que solicitó al Instituto Costarricense de Electricidad que se le informara sobre el número, nombre y calidades de las personas indígenas y no indígenas detectadas  dentro del área de influencia del Proyecto Hidroeléctrico El Diquís, y que tal  información le fue denegada: que también solicitó se le facilitaran los estudios técnicos que habían justificado la promulgación del Decreto Ejecutivo número 34312-MP-MINAE e igualmente le fue denegado.  Corrobora, la Sala que ante la solicitud planteada, el Director del Proyecto Hidroeléctrico El Diquís emitió el oficio PHED-78100-008-2008, en el que se limitó a indicar que con respecto a la “zona de afectación directa  del proyecto la información que se ha recolectado a la fecha es de tres personas de las cuales dos son no indígenas y una es indígena”, y luego agregó que existe información que sólo interesa al ciudadano que en alguna forma ha interactuado con el Estado o en una de sus dependencias, y que fue suministrada únicamente con un fin determinado, más no para ser difunda a terceros. Por tal razón esa información específica no puede ser suministrada sin autorización previa de ambos ciudadanos”. Este Tribunal considera que no existía justificación para denegar al recurrente la información sobre el nombre de tales personas. Nótese que en el caso en estudio se está en presencia de un asunto de evidente interés público, como lo es el estudio y eventual desarrollo de un proyecto hidroeléctrico por parte del Instituto Costarricense de Electricidad. Lo que no sólo se relaciona directamente con el servicio público que presta dicha institución, sino que, además, puede implicar un importante uso de fondos públicos y un sustancial impacto al medio ambiente. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al  Director del Proyecto Hidroeléctrico El Diquís del Instituto Costarricense de Electricidad o a quien ocupe su cargo, que dentro del plazo de diez días contado a partir de la notificación de esta sentencia, informe al recurrente, únicamente los nombres de las personas detectadas  dentro del área de influencia del Proyecto Hidroeléctrico El Diquís. . Se cita sentencia  2003-02120. CL
08-11720. SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE DESALOJO DE VECINOS DE LA COMUNIDAD DE ESTERILLOS ESTE DE PARRITA. Alega el recurrente solicitó, al Concejo Municipal de Parrita, le indicara el fundamento que se tuvo para desalojarlo a él y a un grupo de vecinos de la comunidad de Esterillos Este de Parrita, y se le informara si todas las personas que tenían construcciones en la zona marítimo terrestre, habían sido expulsadas, fecha de interposición del recurso de amparo, no se le había comunicado algo al respecto. Estima esta Sala que lo requerido es de interés público, el Presidente del Concejo Municipal de Parrita alegó que la respuesta se brindó no existe concordancia con la solicitud planteada.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente del Concejo Municipal de Parrita, o a quien en su lugar ejerza ese cargo, que, lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que, inmediatamente, se facilite la información solicitada por el recurrente. Se cita sentencia 2120-03, 2004-004637. CL
11132-08. NIEGAN ACCESO A INFORMACION EN COLEGIO. Alega el recurrente  que la Directora de la institución donde labora, le negó el acceso a la hoja de distribución de lecciones en el cuadro de personal que se envió al Ministerio, lo que le causa un serio perjuicio por cuanto hace nugatorio su derecho a recibir y buscar información en los departamentos administrativos. En este caso consta que a la recurrente se le contestó su gestión; sin embargo, no se le contestó concretamente lo solicitado, pues en el fondo se le negó la información pública que solicitó. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente por violación del derecho de acceso a la información administrativa y, en consecuencia, se ordena a la Directora del Colegio Técnico Profesional de Osa, que ponga a disposición del amparado la copia de distribución de lecciones del cuadro de personal del Colegio Técnico Profesional de Osa. CL
DERECHO A LA SALUD

11934-08. MEDICAMENTO. Alega el recurrente que padece de una enfermedad denominada erupción polimorfa luminuca, motivo por el cual el médico tratante le recetó  un bloqueador para la piel  denominado helioblok; sin embargo, dicho fármaco actualmente se encuentra agotado, lo cual pone en riesgo su salud y su vida. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia de la Caja Costarricense de Seguro Social, que gire las órdenes que correspondan para que el Servicio de Farmacia del Hospital y se le suministre a la amparada de forma inmediata, el bloqueador solar espectro UVA/UVB factor de protección 30 prescrito por su médico tratante, y adoptar las previsiones necesarias para que en el futuro no se presenten desabastecimientos de los medicamentos citados, en perjuicio de la adecuada prestación del servicio público. CL
08-11935. OPERACION. Señala la parte recurrente que en reiteradas ocasiones  le han programado citas médicas para realizarle una cirugía de mamas, pero las mismas se les han cancelado argumentado que no hay anestesióloga.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Director General del Hospital México y Jefe del Servicio de Cirugía Reconstructiva de ese Nosocomio, respectivamente, que en forma inmediata, realicen las diligencias y giren las instrucciones correspondientes -cada uno dentro del ámbito de sus competencias- a fin que se le programe a la recurrente, la cirugía que requiere su padecimiento, dentro de un plazo razonable y bajo la estricta responsabilidad de su médico tratante. CL
08-11904-08. CITA MÉDICA. Indica  la parte recurrente que requiere de atención médica pero la cita le fue programada hasta el 2011. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Médico, de Jefe de la Oficina de Citas de Consulta Externa  y de Jefe del Servicio de Cirugía, todos del Hospital Max Peralta Jiménez, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro de un plazo razonable se atienda a la amparada, de conformidad con el criterio del médico especialista que la valore en la cita que se le asignó con ocasión de la presentación de este amparo. CL 
11567-08. DENEGATORIA DE TRATAMIENTO MÉDICO. Indica el recurrente que requiere de tratamiento médico y la autoridad recurrida no se lo suministra,  por no cumplir con los requisitos establecidos en la normativa institucional.  La jurisprudencia de este Tribunal Constitucional ha sido constante al respetar el criterio del médico institucional tratante. A la luz de tales criterios, debe examinarse el agravio acusado en este asunto, en el tanto el recurrente demanda que se le someta a radioterapia con acelerador lineal, planteamiento que es avalado por  el médico tratante y además fue acordado por los médicos del Servicio de Oncología del Hospital recurrido, según consta en el expediente clínico. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la  Gerente de la Gerencia Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social y  al Director General del Hospital México, que  dispongan INMEDIATAMENTE las gestiones que sean necesarias para brindarle al amparado, el tratamiento dispuesto por sus médicos tratantes como consecuencia del cáncer gástrico que le fue diagnosticado, bajo la responsabilidad de estos  últimos. Se citan votos: 2004-07532, 2004-07532 y  2001-00962. CL

11569-08. LE ASIGNAN CITA PARA OPERACIÓN HASTA EL 2011. Alega la recurrente que solicitó cita para poder ser operada de piedras en la vesícula y le dieron cita para el 14 de octubre del 2011. Tiene esta Sala  por demostrado que efectivamente la amparada  padece de  piedras en la vesícula, por lo que se le brindó una referencia para presentarla en el Servicio de Cirugía del  Hospital accionado; sin embargo el médico especialista bajo juramento indicó que la paciente " no es urgente de ser tratada" en virtud que el padecimiento de la recurrente no es prioritario, situación por la que se le otorgó una cita para el 14 de octubre de 2011 y  se incluyó en la lista de espera para uso de la sala de cirugía, por lo que la amparada debe de esperar su turno de conformidad a lista elaborada por las autoridades administrativas del Hospital Dr. Max Peralta; lo anterior en razón que al igual que la amparada existen otros pacientes que se encuentran en la misma condición y que deben de esperar su turno, salvo que el médico tratante en las revisiones periódicas del caso, estime que el caso es urgente, por lo que se deberán de tomar las medidas pertinentes para efectuar lo más pronto posible la intervención quirúrgica necesaria o bien que se trate de una emergencia. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena la Jefe del Servicio de Cirugía del Hospital Max Peralta Jiménez, o a quien ocupe ese cargo, adoptar las medidas pertinentes para atender inmediatamente a la amparada, bajo la responsabilidad del médico tratante. Los Magistrados Vargas y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
11570-08. DENEGATORIA DE MEDICAMENTO PRESCRITO POR MEDICO TRATANTE.  Señala la recurrente  que las autoridades recurridas se niegan a suministrarle los medicamentos prescritos por su médico tratante para atender el cuadro depresivo y trastornos neuróticos que presenta. Para este Tribunal, resulta innecesario que para aumentar la dosis que recibe su paciente, se someta la prescripción del médico tratante al procedimiento de aprobación de medicamentos No LOM, máxime en tratándose de tratamientos previamente autorizados. Se declara con lugar el recurso. Se ordena la Directora de Farmacia y el Director General del Hospital México, y la Coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia de la Caja Costarricense de Seguro Social, o a quiénes en su lugar ejerzan esos cargos, tomar, en forma inmediata, las medidas pertinentes para que se le suministre a la amparada, el "Raminyl y Altruline" prescrito en la dosis y durante el plazo que determine su médico tratante, todo bajo la responsabilidad y supervisión médica de ese profesional. Asimismo, se les ordena referir a la recurrente en forma urgente al Servicio de Psiquiatría a efecto que se valore su caso y prescribieran los medicamentos de dicha especialidad.  CL
11503-08. DENIEGAN AUDÍFONOS ALEGANDO FALTA DE PRESUPUESTO. Alega el recurrente que solicitó audífonos a la autoridad recurrida para su padecimiento y le indican que este momento no hay prepuesto y que debe de permanecer en lista de espera.   Considera la Sala, que las listas de espera de los pacientes o usuarios de los servicios de salud, en ciertas especialidades médicas, pueden representar una seria amenaza para la vida y salud de aquéllos, puesto que, un retardo en la prestación debida puede representar la diferencia entre el mejoramiento efectivo de las condiciones de salud o, incluso, entre la vida y la muerte. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena a la Directora Médica de la Clínica Solón Núñez Frutos, y a la Gerente Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social, tomar las providencias y medidas administrativas necesarias para obtener el contenido presupuestario necesario para adquirir los audífonos retroauriculares con el objetivo de que los mismos sean suministrados al amparado, sin menoscabar los derechos de los demás pacientes que se encuentran a la espera de dichos aparatos, en un plazo razonable y proporcional, tomando en consideración sus expectativas de vida y salud. CL 
11502-08. DENEGATORIA DE MEDICAMENTO PRESCRITO. Alega la recurrente que le niegan un medicamento, prescrito por su médico tratante, llamado SUNICINIB el cual es necesario para salud, ya que sufre de cáncer de riñón recurrente metastásico o retroperitoneo. Este Tribunal Constitucional ha sido conteste al respetar el criterio del médico institucional tratante, por lo que partiendo de ahí, debe analizarse el caso concreto. De esta manera, al haber señalado la médico tratante del amparado que el suministro del sunitinib se ajusta plenamente al padecimiento de la agraviada, la Sala estima que la actuación de la autoridad recurrida es injustificada. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Coordinadora del Comité de Farmacoterapia y el Jefe del Área de Medicamentos y Terapéutica Clínica de la Caja Costarricense de Seguro Social o a quien ocupe su cargo, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes para que la tutelada reciba inmediatamente el tratamiento con el sunitinib, según el criterio de la médico tratante. Se cita  el voto 10498-00. CL 
11006-08. CITA MÉDICA. Alega el recurrente que en noviembre del año dos mil siete se hizo unos estudios médicos por molestias en su testículo izquierdo, y obtuvo como resultado la presencia de varices en el mismo conocidas como varicocele. Por lo que en abril de este año solicitó una cita con un especialista en Urología en la Clínica recurrida y le programaron cita para valoración el trece de enero del dos mil diez. La  Sala considera que se ha lesionado el derecho a la salud de la accionante, por cuanto resulta desproporcionado e irrazonable el tiempo que debe esperar el recurrente para ser atendido en la Especialidad de Urología del Hospital Dr. Max Peralta. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Médico del Hospital Max Peralta Jiménez, o a quien en su lugar ocupe ese cargo, que gire las instrucciones y tome las medidas pertinentes a fin que, en forma inmediata, sea valorado el recurrente a efectos de determinar el tratamiento que requiera para su padecimiento según la recomendación y responsabilidad de su médico tratante. Los Magistrados Vargas y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL 
10996-08. DENEGATORIA DE Medicamento RECOMENDADO POR MEDICO TRATANTE.  Manifiesta la amparada que se le diagnosticó tumor maligno metastásico de células claras, por lo que su médica tratante recomendó aplicación del medicamento Sunitinib, lo que fue denegado por el Comité Central de Farmacoterapia. Señala la Sala que en  caso de métodos, diagnósticos o de tratamientos prescritos por el médico tratante de los pacientes, éstos deben ser acatados por las autoridades administrativas de la Caja Costarricense de Seguro Social, con el fin de procurar la atención médica en forma diligente y oportuna y garantizar el derecho a la salud. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena a la  Gerenta de la División Médica y la Coordinadora del Comité de Farmacoterapia de la Caja Costarricense de Seguro Social, o a quienes ejerzan tales cargos, que de inmediato giren las instrucciones pertinentes para que se le suministre inmediatamente a la amparada,  el tratamiento prescrito de Sunitinib, en las dosis y durante el plazo que determine su médico tratante, bajo su entera responsabilidad profesional y contando con la debida supervisión médica. CL 
10941-08. NIEGAN DONAR SANGRE A PRIVADO DE LIBERTAD. El recurrente reclama la violación de sus derechos fundamentales, por cuanto las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social y del Colegio de Microbiólogos y Químicos Clínicos de Costa Rica, le han negado la autorización para donar sangre, únicamente porque se encuentra privado de libertad. Señala la Sala que en el caso presente ha ponderado el derecho a la salud de los receptores de sangre, de no contraer ningún tipo de estas enfermedades al recibir una transfusión. De modo que las restricciones cuestionadas únicamente tienen por fin limitar, temporalmente, la posibilidad de ciertas personas de donar sangre mientras permanezcan bajo una situación de riesgo, lo cual lógicamente se adecua al Derecho de la Constitución.  Se declara sin lugar el recurso. SL 
11144-08. ATRASO EN ORDEN DE INTERNAMIENTO PARA ULTRASONIDO. Alega la recurrente que se le detectó adenopatías múltiples, algunas de forma conglomerada. Debido a lo anterior, su médico tratante recomendó TAC abdominal y RX de torax a la mayor brevedad, expidiéndole una referencia para que el amparado fuera atendido en el hospital accionado y acusa que hasta ahora no ha sido atendido, tiene ocho meses de esperar porque haya una cama disponible. En este caso, se constata la violación al derecho de salud en contra de la amparada, lo que hace que el recurso sea declarado con lugar. CL
11166-08. CITA MÉDICA. Alega la recurrente que tiene fuertes dolores por tener piedras en la vesícula y le dieron una cita médica hasta para el 04 de octubre del 2011. Estima esta Sala que el derecho a la vida reconocido en el numeral 21 de la Constitución es la piedra angular sobre la cual descansan el resto de los derechos fundamentales de los habitantes de la república. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Jefa del Servicio de Cirugía del Hospital Max Peralta Jiménez, adoptar las medidas pertinentes para atender inmediatamente a la recurrente. Los Magistrados Vargas y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
11167-08. LISTAS DE ESPERA. Alega el recurrente que se le niega internamiento aduciendo que no hay camas disponibles y requiere de una operación. Argumenta esta Sala que las listas de espera de los pacientes o usuarios de los servicios de salud en ciertas especialidades médicas pueden representar una seria amenaza para la vida y salud de aquéllos, puesto que, un retardo en la prestación debida puede representar la diferencia entre el mejoramiento efectivo de las condiciones de salud o, incluso, entre la vida y la muerte. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a la Directora General del Hospital San Juan de Dios y Jefe del Servicio de Neurocirugía de ese Nosocomio que, en forma inmediata, realicen las diligencias y giren las instrucciones correspondientes -cada uno dentro del ámbito de sus competencias- a fin que se le programe al recurrente la cirugía que requiere su padecimiento. Los Magistrados Vargas y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
10834-08. MEDICAMENTO. Manifiestan las recurrentes que son pacientes del Servicio de Oncología del Hospital Doctor Rafael Ángel Calderón Guardia,  que padecen cáncer de mama y HER-2 positivo. Que por medio del Herceptin (tratuzumab), que es un medicamento que actúa específicamente en las células tumorales que tienen la proteína en exceso, impide que se multiplique sin ningún efecto para las células sanas en la mama u otras zonas del cuerpo. Señalan que la Caja Costarricense de Seguro Social sabiendo la importancia de este medicamento, no ha hecho la compra, y no tiene esa droga a su disposición. Se declara con lugar el recurso. Se  le ordena al Director General del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia  que de inmediato disponga todas las medidas de urgencia que en derecho corresponda para el suministro del medicamento Herceptin (tratuzumab) a las accionantes de conformidad con lo dispuesto por su médico tratante. CL

10835-08.CIRUGÍA. Manifiesta que hace dos meses se le encontró un padecimiento poco común denominado “Condilomatosis rectal”, más conocida como papiloma humano, enfermedad que es muy peligrosa ya que puede provocar un contagio. Acusa que acudió al Servicio de Emergencias del Hospital San Vicente de Paul y le atendieron dos médicos uno de ellos cirujano oncólogo y le indicaron que su padecimiento es extremadamente contagioso, por lo que le hicieron los exámenes pertinentes de HIV, orina y sangre en general, los cuales salieron bien, lo que redujo en parte el peligro sin hacer a un lado el peligro de contagio y la propagación; que en vista de la situación, le dieron una cita de cirugía para la semana siguiente, sin embargo, por razones laborales no pudo asistir, ante lo cual se le trasladó la cita para ocho días después, no obstante, cuando se hizo presente en el hospital recurrido, le indicaron que lo remitirían al Hospital México, pero finalmente se le refirió a una dermatóloga dentro del mismo hospital. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director General y a la Especialista del Servicio de Dermatología, ambos del Hospital San Vicente de Paúl que atiendan inmediatamente en el servicio de dermatología al amparado a efecto de recibir el tratamiento médico que requiere dentro de un periodo razonable. CL

10836-08. ATENCION MÉDICA. Manifiesta el recurrente que se encuentra privado de libertad en el Centro de Atención Institucional La Reforma, en Máxima Seguridad, indica que recibe tratamiento psicológico por lo que se le prescriben los medicamentos imipramina e hidroxina diclorhidrato, que se  le suministró su tratamiento incompleto en razón de que no se le hizo entrega de las 330 pastillas de imipramina, tal situación le ocasiona un grave perjuicio. Que esa misma fecha fue atendido en el servicio médico del Centro Penitenciario donde se le prescribió acetaminofén con codeína, dado que es el único medicamento que le evita los dolores, sin embargo, tampoco se le suministró en razón de que no tenían en existencia, por lo que le suministraron indometaciona, medicamento que le ocasionó vómitos.  Se declara con lugar el recurso. Se les ordena al Director General a.i. y Director Médico de la Clínica, ambos del Centro de Atención Institucional La Reforma, abstenerse de incurrir en la conducta que dio mérito para acoger este recurso, esto es, la interrupción del suministro al actor del medicamento triptanol (Amitriptilina) durante más de un mes. Asimismo, se le ordena al Director Médico de la Clínica del Centro de Atención Institucional La Reforma, valorar, inmediatamente, los efectos del medicamento indometacina en la salud del amparado. CL

10856-08. NIEGAN AFILIACIÓN DE ASEGURADOS. Manifiesta que en el Equipo Básico de Atención Integral de Salud de San Carlos le negaron la afiliación de su compañera sentimental y de sus hijos, pese a las disposiciones del Convenio suscrito entre la Caja Costarricense de Seguro Social y el Ministerio de Justicia y Gracia. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Gerente de la División Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes para otorgar inmediatamente a la amparada y a sus tres hijos la condición de asegurados, en los términos del Convenio suscrito entre la Caja Costarricense de Seguro Social y el Ministerio de Justicia y Gracia, según lo ha pedido el actor, por encontrarse privado de libertad. CL.
DERECHO DE PROPIEDAD

12043-08 LIMITACIONES A LA PROPIEDAD. EXPROPIACION. Señala el recurrente que la autoridad recurrida le esta limitando a su representada el derecho de propiedad, en el cual se señala que la misma no puede ejercer ningún tipo de actividades en las propiedades que poseen, entre las dos, un área de trescientos treinta y tres mil ciento noventa y un metros con dieciséis decímetros cuadrados.  Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Gerente del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados iniciar, a la mayor brevedad posible, los procedimientos de expropiación sobre las propiedades inscritas en el Registro Público, bajo Folio Real, matrículas 112375-000 y 112376-000 a fin que se le indemnice a la empresa amparada lo que le corresponda por ese motivo CL

11734-08. TRABAJOS EN LA VÍA IMPIDEN LIBRE ACCESO A SU PROPIEDAD. Acusa la Municipalidad, sin hacer ninguna comunicación previa a la recurrente, cortó el frente de su propiedad que da acceso a la calle, convirtiéndolo en un muro que le hace imposible ingresar a ella con su vehículo y muy difícil hacerlo a pie.  Señala la Sala que si quedó acreditado que a la amparada no se le comunicó la actuación municipal para que ejerciera sus derechos. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de San Ramón de Alajuela, o a quien ocupe su puesto, que debe tomar las medidas necesarias en coordinación con la amparada, para que ésta tenga un acceso efectivo a su vivienda, en vista a los trabajos realizados que le impiden el ingreso. Ello, mientras se resuelve respecto al derecho de vía, en los términos ya citados. CL
11141-08. NO ARREGLAN TALUD QUE EXISTE EN TERRENO DEL ESTADO Y QUE SE ENCUENTRA CERCA DE SU PROPIEDAD. Los recurrentes interponen recurso de amparo contra el Consejo Nacional de Viabilidad y el Ministerio de Obras Públicas y Transportes, alegando que  desde el momento en que se construyó la Autopista de Circunvalación que comunica Uruca y Pavas, se hicieron las diligencias necesarias para que el talud que colinda con su propiedad, y que es producto de esas obras, se le diera el tratamiento necesario y así evitar riesgos de derrumbe y que se socavaran los cimientos de dicha propiedad, de lo cual se hizo hasta la fecha caso omiso.  Señala esta Sala que se han resuelto casos similares según sentencia 11519-03. Se declara Con Lugar el recurso. Se ordena a la Ministra y Presidenta del Consejo del Administración del Consejo Nacional de Viabilidad, procedan de inmediato a realizar las obras necesarias y dar solución al problema. Además, se obliga a esa funcionaria informar a la Sala de lo actuado en el plazo de tres meses contados a partir de la comunicación de esta sentencia. CL 

11147-08. DESALOJO Y DEMOLICION DE INMUEBLE EN ZONA MARITIMO TERRESTRE. Argumenta la parte recurrente que la autoridad recurrida sin darle del debido proceso pretender demoler y desalojar  el Bar y Restaurante  El Coco, ubicado en  Playa del Coco.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se constata que la Municipalidad de Carrillo actuó ejerciendo un exceso en la ejecución del acto administrativo, toda vez que existe una sentencia judicial que reconoce los derechos adquiridos a favor de la amparada. En consecuencia, esta Sala observa que la Administración, a través de una vía de hecho, ha vulnerado flagrantemente los derechos fundamentales de la amparada. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución de las once horas del 26 de marzo del 2008 mediante la cual la Municipalidad de Carrillo ordenó el desalojo en contra de la recurrente. Se ordena al Alcalde Municipal de Carrillo, Guanacaste, que ordene en forma inmediata restituir las cosas a su estado original, sin perjuicio de que se discuta el mejor derecho de posesión en la vía contenciosa. CL
DERECHO DE TRABAJO
12015-08. SANCION SIN DEBIDO PROCESO. Señala la parte recurrente que fue sancionado de toda actividad como bombero, sin que se le haya dado  derecho  de por ejercer el debido proceso, también no se le permitió obtener copias de su expediente administrativo para  el derecho de defensa. Se declara con lugar el recurso por violación al debido proceso. Se anula la sanción impuesta a la amparada de inhabilitación como bombera voluntaria por tres meses. CL

12012-08. SANCION DISCIPLIANRIA. Señala la parte recurrente que la Municipalidad recurrida la sancionó administrativamente por escrito y que la sanción fue impuesta sin debido proceso y sin que se encuentre en ningún reglamento interno de trabajo. Se declara con lugar el recurso. Se anula la sanción impuesta al recurrente, mediante oficio 235-08 del veintinueve de mayo de dos mil ocho. CL

11933-08. DESPIDO SIN DEBIDO PROCESO DEL MINISTERIO PÚBLICO. Alega la recurrente que se ordenó su traslado de la fiscalía de Puriscal a la fiscalía de Hatillo, sin tomar en cuenta que la razón por la que se encuentra en Puriscal trabajando, es por problemas de salud que tienen tanto ella como su hija. Estima la amparada que este traslado, dada su particular situación, es violatorio de sus derechos fundamentales, ya que arriesga la salud presente y futura de su hija y la suya propia. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución No.87-2007 de las 9:00 horas del 19 de diciembre de 2007 de la Fiscalía General de la República. Se reestablece a la recurrente en el pleno goce de sus derechos fundamentales, lo que implica que, inmediatamente, debe ser reinstalada en su puesto de Fiscal Auxiliar de la Fiscalía de Puriscal. CL
11920-08. CONVENCION COLECTIVA DEL INS. DESPIDO JUSTIFICADO. Acción de Inconstitucionalidad contra Párrafo primero del artículo 160 de la Convención Colectiva de Trabajo vigente suscrita por el Sindicato UPINS y el Instituto Nacional de Seguros. Alega el recurrente que la norma impugnada dispone, de manera excepcional, que un funcionario público pueda ver vulnerada la garantía constitucional de estabilidad en el empleo, según la cual la remoción solo podrá hacerse por las causales establecidas en la legislación o por reducción forzosa por reestructuración, sea por falta de fondos o para conseguir una mejor organización de los mismos. La Constitución da rango y fuerza de ley a la convenciones colectiva de trabajo; ello significa, de acuerdo al principio de supremacía constitucional que las convenciones no pueden estar por encima de una norma o principio constitucional. En su caso, mediante un acto administrativo, sin contenido, fue despedido sin causa alguna en tanto la norma constitucional indica que las causales de despido deben ser justas o justificadas. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se indica que la potestad de auto-organización del I.N.S. deriva del artículo 189 de la Constitución Política, por tal razón, puede suscribir convenciones colectivas. Partiendo de tales supuestos, el contenido del artículo 160 es válido desde el punto de vista constitucional, por lo que procede el rechazo por el fondo de la acción. Se rechaza por el fondo la acción. El Magistrado Jinesta pone nota. RF
11508-08. CESE DE FUNCIONES POR SUPRESIÓN DE GRUPO PREESCOLAR. Indica la recurrente que se le ha realizado el cese de funciones sin que haya  habido restricción de alumnos.  Señala la Sala que resulta injustificable que para mantener el pago del 50% de recargo a las Directoras de Educación Preescolar 1, la Administración Educativa suprima uno de los grupos que tienen a su cargo, las docentes propietarias de esa rama. De este modo, si la Administración considera que para compensar la supresión del recargo señalado, se deben realizar varios ajustes, ello no puede efectuarse sobre los derechos adquiridos por las docentes. Se declara con lugar el recurso. Se anula la acción de personal No.4901882 y se ordena a la Directora de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, o a quien en su lugar ejerza el cargo, inmediatamente, ordenar lo necesario para que a la recurrente se le reestablezca el grupo de educación preescolar que tenía a su cargo y que le fue suprimido mediante la acción antes indicada. CL

11504-08. ELIMINACIÓN DE PLUS SALARIAL SIN EL DEBIDO PROCESO. Salario. Alega el recurrente que le eliminaron el 25% de un plus salarial que venía gozando desde 1998, sin darle el debido proceso. Observa la Sala que la Administración al suspender el pago del complemento mencionado, cercenó, de forma unilateral, un derecho subjetivo que desde hace ocho años se había incorporado en la esfera jurídica del recurrente. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la acción de personal No. 0024295958, que suspendió el pago del complemento salarial de disponibilidad.  Se citan votos 17446-05, 14163-04. CL 

11496-08. DENEGATORIA DE PAGO DE SOBRESUELDO POR LABORAR EN ZONA DE POCO DESARROLLO. La recurrente cuestiona que en forma irregular, las autoridades del Ministerio de Educación Pública se niegan a cancelarle el sobresueldo correspondiente por laborar en una zona de menor desarrollo socioeconómico. Señala la Sala que no es a este Tribunal a quien le compete determinar si se justifica o no en el caso concreto, el pago del incentivo por trabajar en una zona de menor desarrollo y, por ende, si la amparada tiene o no derecho a que se le reconozcan los extremos salariales que pretende. Todo lo anterior, hace referencia a una discusión de legalidad ordinaria que no le corresponde resolver a este Tribunal. Se declara sin lugar el recurso. SL
10982-08. NO FUE NOMBRADA EN EL MEP PORQUE FUE EVALUADA CON BASE EN DATOS ERRÓNEOS. Alega la recurrente que el Ministerio de Educación Pública ha utilizado de forma injustificada información inexacta obtenida durante el procedimiento de reclutamiento de 2006 y no el de 2007, lo que le ha impedido que se le nombre en un puesto para el que esté calificada. En este caso concreto, constata la Sala que el Ministerio de Educación Pública pretende evaluarla con datos que están desfasados, son inexactos y que no están vigentes, por lo que se limitó a la recurrente, la posibilidad de ser considerada y eventualmente nombrada en una plaza para la que está efectivamente calificada,  con lo que se infringe su derecho al libre acceso a cargos públicos en condiciones de igualdad y de los principios de eficacia  y eficiencia de la organización y función administrativa. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Ministro y, a la Directora de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que procedan inmediatamente a efectuar los procedimientos necesarios a fin de corregir y actualizar los datos de la recurrente, conforme al registro de elegibles elaborado por la Dirección General de Servicio Civil como producto del concurso PPD-001-2007, para efectos de ser  debidamente considerada para futuros nombramientos  como docente. CL 
11145-08. CONDICIONES INADECUADAS DE INSTALACIONES DE TRABAJO EN EL HOSPITAL DE PUNTARENAS. Alega el recurrente que labora como agente de seguridad en el Hospital Monseñor Sanabria destacado en una caseta de vigilancia en el Almacén Regional, la cual no reúne las condiciones mínimas pues el servicio sanitario con que cuentan se encuentra desde meses en mal estado, expidiendo malos olores. Sobre el tema, se cita la sentencia 16997-07. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Jefe del Servicios Sanitarios del Hospital Monseñor Sanabria, que proceda de manera inmediata a adoptar las medidas que sean necesarias a fin de que se solucione el problema de la casetilla de vigilancia denunciado por el recurrente a fin de que cumplan con las condiciones mínimas de seguridad y salubridad. CL
DERECHO PENAL
12032-08 INTERNAMIENTO DE JOVEN EN HOSPITAL PSIQUIATRICO SIN QUE CALIFIQUE TÉCNICAMENTE. El recurrente interpone recurso de hábeas corpus contra las autoridades recurridas, en razón de que la joven amparada se encuentra internada por orden judicial en el Hospital Nacional Psiquiátrico sin que califique técnicamente para permanecer allí. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Juez de Ejecución de Sanciones Penales Juveniles, determinar de forma inmediata la ubicación y modo en que la menor tutelada deberá cumplir la pena impuesta, en virtud de no haber sido recibida en el Centro Hogares Crea Niñas ubicado en Cartago. CL

11810-08. APELACION DE PRISION PREVENTIVA. Alega el recurrente que no presentó por escrito un recurso de apelación contra la medida cautelar de prisión preventiva dictada contra el tutelado y por esa razón fue declarado inadmisible. Sobre el tema se cita la sentencia 14144-07. Se declara  con lugar el recurso sin ordenar la libertad del tutelado. Se anula el voto No. 488-2008 dictado por el Tribunal de Juicio de Cartago a las 13:15 hrs. del 4 de julio del 2008 por violación al derecho de defensa. Se ordena a la Jueza del Tribunal Penal de Cartago fijar una nueva audiencia oral para que el defensor del tutelado exponga los motivos del recurso de apelación interpuesto. CL
11863-08. DESPIDO DE COLEGIO PRIVADO POR RAZONES DE SALUD. Alega la recurrente que el colegio privado en donde laboraba la  despidió alegando una reorganización de sus estructuras administrativas, pero que el verdadero motivo que sustentó tal determinación fueron los problemas de salud que la afectaron a ella y a su hijo. Debe indicarse, en primer lugar, que esta Sala ha confirmado que un despido basado en discriminación por razones de enfermedad implica una infracción al principio de igualdad y al derecho al trabajo. Se cita la sentencia 13205-05. Se declara con lugar el recurso. La Magistrada Calzada y el Magistrado Vargas salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL

11921-08. ACUERDO PARA SUPRIMIR EL TRAFICO ILICITO. REGISTRO DE EMBARCACIONES SIN ORDEN DE JUEZ.  Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 4.6 apartado B) y C) de la Ley N° 7929. Refiere la accionante que se infringe el derecho a la inviolabilidad del domicilio, ya que la Constitución Política garantiza dicho derecho, prohibiendo la injerencia de las autoridades cuando no exista orden escrita y previa de un juez de la República. Para el allanamiento y registro de una embarcación debe existir una resolución previa emitida por un juez competente y debidamente fundamentada. Alega el accionante que la norma impugnada es inconstitucional porque permite a los funcionarios de la patrullera norteamericana, abordar el barco, registrarlo en la proa, sala de máquinas, zonas públicas o en la superestructura (partes externas), así como en la parte interna, sea en aquella en donde se encuentran las literas y en general las pertenencias de la tripulación (parte interna del barco, en donde se ubican los dormitorios estrechos y sencillos de la tripulación y en donde se desarrolla su vida privada por un determinado espacio de tiempo dentro de la embarcación). Sobre el tema se citan las sentencias 3013-94, 0627-93, 5415-01 y 4156-99. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, considera la Sala que al igual que los vehículos automotores, las embarcaciones pueden ser allanadas por la policía, sin necesidad de orden o resolución judicial, cuando existan indicios de la comisión de un delito o bien, para evitar daños graves a las personas o a la propiedad, según lo permite el numeral 23 de la misma Carta Fundamental. RF
11576-08. EXTRADICIÓN A PESAR DE QUE SE LE CONCEDIÓ ESTATUS DE REFUGIADA. Alega la recurrente que el Tribunal de Casación Penal del II CJSJ confirmó la solicitud de extradición de la amparada a pesar de que ésta adquirió la nacionalidad costarricense por naturalización y de que no se ha no resuelva la solicitud de refugiado que se ha instado a favor de la afectada. Estima la Sala que todas estas circunstancias novedosas sin duda justifican otro pronunciamiento del Tribunal Constitucional sobre la situación de la promovente, teniendo en consideración no sólo los alcances del artículo 9° de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, sino también el hecho que las sentencias desestimatorias del Tribunal Constitucional no tienen, ni por asomo, autoridad ni fuerza de cosa juzgada formal o material. Agrega que en el caso concreto llama profundamente la atención del Tribunal Constitucional el contenido de la resolución dictada por la Ministra de Gobernación, Policía y Seguridad Pública, N°1023-2008-DMG de las 08:00 hrs. de 23 de julio de 2008, en cuya razón fue otorgada a la promovente la condición de “refugiada de conformidad con la Convención de 1951 y su protocolo de 1967; para lo cual deberá apersonarse a la Dirección General de Migración y Extranjería a efecto de obtener el documento respectivo” En efecto, a todas luces es evidente que esta declaración de voluntad de la administración, por sí misma tiene la virtud de terminar cualquier procedimiento de extradición iniciado contra la persona refugiada o asilada, como es el presente caso, a petición del Gobierno del país donde se haya cometido el supuesto delito, basado en los mismos hechos que justificaron dicho reconocimiento, todo lo anterior por fuerza del artículo 112 de la Ley de Migración y Extranjería. Se declaran parcialmente con lugar los recursos de habeas corpus acumulados, tramitados bajo los expedientes 08-10093-0007-CO y 08-10104-0007-CO, por haberle otorgado la Ministra de Gobernación, Policía y Seguridad Pública (en la resolución N°1023-2008-DMG de las 08:00 hrs. de 23 de julio de 2008) a la amparada el status migratorio de refugiada y, en consecuencia, se ordena la inmediata libertad de la amparada, así como, al Juez integrante del Tribunal de Casación Penal, y al el Juez integrante del Tribunal de Juicio de Heredia, que adopten las medidas necesarias y que ejecuten las acciones pertinentes para archivar de manera inmediata el proceso de extradición que se ha instaurado contra la promovente, si alguna otra circunstancia no lo impide. El Magistrado Vargas salva el voto y declara sin lugar los recursos interpuestos. La Magistrada Calzada da razones adicionales. CL
11574-08. APLICACIÓN DE LA NORMATIVA PENAL JUVENIL AUNQUE  EL IMPUTADO CUMPLA LA MAYORÍA SIN CONCLUIR LA CAUSA.  Se reclama en este caso, que cuando se iniciaron las investigaciones el tutelado era menor de edad, por lo que en una aplicación  restrictiva de las disposiciones legales, se debió tramitar causa con arreglo a la normativa penal juvenil, por lo que no podría mantenerse en prisión por más de cuatro meses, mientras que su defendido ha permanecido a la fecha más de seis meses privado de libertad. Señala la Sala, que este Tribunal no es una instancia más dentro del proceso penal ordinario, ante la cual pueda cuestionarse la regularidad de un proceso, la competencia para el mismo, la procedencia o no de un determinado recurso en contra de una resolución impugnada o el cambio de una medida restrictiva de libertad por una menos gravosa.  Se declara sin lugar el recurso. SL
11622-08. SANEAMIENTO DE DEFECTOS FORMALES. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 15 del Código Procesal Penal.  A juicio del accionante, la norma posibilita que una parte procesal subsane defectos sin que se confiera audiencia a la parte contraria, sin que se establezca qué tipo de defectos son los que pueden ser subsanados ni en qué casos o condiciones, permitiendo que el proceso se retrotraiga a etapas precluidas. Además, porque faculta al juez o fiscal para prevenir la subsanación de defectos, e incluso, permite la subsanación oficiosa, aún tratándose de querellas públicas y privadas. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, señala la Sala que el derecho de acceso a la justicia es un derecho que corresponde a todas las partes en el proceso y en este caso concreto, no se lesiona el derecho de defensa de ninguna de las partes. RF

11623-08 SANCIONES A QUIEN POSEA SUSTANCIAS U OTROS PARA PRODUCIR DROGAS. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 58 párrafo segundo de la Ley sobre Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas, Drogas de uso no autorizado, legitimación de Capitales y Actividades Conexas. Ley No 8204 del 26 de diciembre del 2002. Se rechaza por el fondo la acción. Estima el accionante que la norma impugnada es contraria a los principios de lesividad y legalidad. Aduce que resulta afectado porque el párrafo en cuestión, establece un delito de peligro abstracto, donde no se lesiona ni se pone en peligro ningún bien jurídico tutelado. Además señala que se trata de una norma penal en blanco, que quebranta el artículo 39 de la Constitución Política en virtud de que en la frase “La misma pena se impondrá a quien…” no especifica en forma precisa a qué pena se refiere. Además, en la frase “quien posea esas drogas, sustancias o productos para cualquiera de los fines expresados…”  no se señala a qué drogas, sustancias o productos se refiere.  Tampoco se establecen cuáles son los fines expresados, pues no se indica en forma directa, cuál posesión de droga y para cuáles fines se prohíbe o penaliza, siendo que objetivamente no pueda establecerse cuál es la conducta penal objetiva prohibida, convirtiéndose por tanto en un tipo totalmente en blanco e inconstitucional.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, señala el Tribunal que el tipo penal que se impugna sí establece claramente todos los presupuestos que debe contener. Se citan las sentencias  1996-06410  1996-07034  1999-00010  1990-01877 6785-05. RF 
11268-08. DETENCIÓN AÚN Y CUANDO DESCUENTA CONDENATORIA EN RÉGIMEN DE CONFIANZA. Alega la recurrente haber sido detenida por orden de captura en su contra, a pesar que se encuentra descontando sentencia condenatoria en un régimen de confianza. Se analiza en esta sentencia las responsabilidades y cuidados por las que deben velar los jueces de  ejecución. En este caso, consta que el juzgado recurrido mantuvo vigente la orden de captura contra la amparada, que ya había sido ejecutada y a pesar de que tenía conocimiento de que se encontraba descontando su condena bajo la modalidad abierta. Se citan los votos 17959-07, 9007-06. CL
11253-08. EJECUCIÓN DE SENTENCIA CON RECURSO DE REVISIÓN PENDIENTE. Alega la recurrente que resulta improcedente la ejecución de la sentencia dictada en su contra, en razón del recurso de revisión que interpuso. Estima la Sala que aún cuando se haya dispuesto la detención de la amparada, el fundamento de esa eventual privación es la existencia de una sentencia condenatoria dictada por los tribunales competentes, que no puede en forma alguna ser cuestionada en esta sede. Se declara sin lugar el recurso. SL
11513-08. SOLICITUD DE VISTA ORAL ANTE TRIBUNAL DE REENVIO. Consulta Judicial de Constitucionalidad referente a un recurso de revisión. Se alega que el Tribunal de reenvío no se pronunció en cuanto a la solicitud de la defensa a fin de que se convocara a una vista oral donde pretendía exponer las razones por las cuales consideraba procedente fijar una sanción menor a la pactada por las partes en la audiencia preliminar cuando acordaron la aplicación del trámite abreviado. Se evacua la Consulta planteada en el sentido de que forma parte del debido proceso del imputado y en particular de su derecho de audiencia y defensa, ser oído por el Tribunal sentenciador cuando así lo pida, ello como paso previo a la fijación de la pena en los casos de reenvío por anulación de la sentencia condenatoria en tal extremo. Evacuada
10839-08. PRISION PREVENTIVA. Manifiesta el recurrente que la resolución que impuso la prisión preventiva, se fundamentó en  intervenciones telefónicas irregulares y las demás resoluciones mediante las que se prorrogó y confirmó dicha medida cautelar, carecen de la debida fundamentación. Sobre el tema se cita la sentencia 17097-07. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso.  SL

10840-08. PRISION PREVENTIVA SIN AUDIENCIA PREVIA. Manifiesta el recurrente que contra su patrocinado se tramita proceso penal  en la Fiscalía de Liberia ordenando en su contra la medida cautelar de prisión preventiva y subsidiariamente caución real y otras. Que la Fiscalía planteó recurso de apelación, por lo que durante el emplazamiento a las partes,  se solicitó audiencia a efectos de ampliar los argumentos que fundamentaban la oposición de la acción recursiva interpuesta, el Juez resolvió la apelación refiriéndose en todo a los puntos de inconformidad expuestos por el Ministerio Público, sin valorar las exposiciones de la defensa ni ordenar la vista oral peticionada para rebatir los motivos del órgano fiscalizador. Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del amparado. Se anula parcialmente la resolución No. 152-08 de las catorce horas quince minutos del dieciséis de junio del 2008 dictada por el Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de Guanacaste, sede Liberia, únicamente en cuanto a lo resuelto respecto a las medidas cautelares impuestas al amparado y se ordena a dicho Tribunal proceder a programar y celebrar de inmediato la vista oral solicitada por el recurrente, de previo a resolver el recurso de apelación incoado por el Fiscal Auxiliar de Liberia contra la resolución tomada en audiencia oral de las catorce horas cuarenta minutos del 3 de junio del 2008 por el Juzgado Penal de Liberia.CL 

10837-08.PRORROGA DE PRISION PREVENTIVA. Alega el recurrente  que el Tribunal recurrido ordenó la prórroga de la prisión preventiva del amparado, en sentencia condenatoria, pese a que se conoce que el sentenciado ha cumplido nueve años, once meses y diez días de estar bajo presión preventiva, por lo que de conformidad con el artículo 55 del Código Procesal Penal ya cumplió la pena que le fue impuesta. Se declara sin lugar el recurso, por cuanto esta Sala  verifica que la  prisión preventiva se encuentra autorizada por el plazo de seis meses en razón de que se dictó sentencia condenatoria. Sobre el tema se cita la sentencia 6575-06. SL

10867-08. MEDIDA CAUTELAR PRISION PREVENTIVA. Manifiesta el recurrente que las medidas cautelares alternativas a la prisión preventiva han excedido los plazos legales dispuestos en el Código Procesal Penal y, al efecto, no se requirió la intervención del Tribunal de Casación Penal para decretar una ampliación, además considera que la resolución que ordenó la prórroga de las medidas cautelares carece de fundamentación, y que a pesar que se requirió la conclusión de la investigación, ésta no ha culminado. Considera esta Sala que en las resoluciones de mérito se han fundamentado, razonablemente, en la necesidad de imponer medidas cautelares alternativas contra el tutelado, asimismo en cuanto al plazo de la finalización de la investigación no es competencia de  este Tribunal Constitucional. Sobre el tema se cita la sentencia 10797-07. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Vargas y Sosto salvan el voto y declaran con lugar el recurso por falta de fijación del plazo de las medidas alternativas. SL

10868-08. PRISION PREVENTIVA.Indica el recurrente que el Juzgado Penal rechazó la solicitud de prisión preventiva requerida por la Fiscalía de Juicio de Liberia, imponiendo otras medidas cautelares, entre ellas, la de firmar cada 15 días y una fianza.  Que  se ordenó la libertad del amparado por lo que contra dicha resolución la Fiscalía interpuso recurso de apelación. Que el  Tribunal de Juicio de Liberia revocó la resolución del Juzgado Penal, ordenó la prisión preventiva en contra del amparado por el término de 3 meses y dispuso la inmediata detención del amparado.  Acusa que lo actuado por el recurrido carece de la debida fundamentación, asimismo, se dictó sin haber celebrado la audiencia recurrida.  En este caso, considera la Sala que la prisión preventiva no se encuentra debidamente fundamentada. Sobre el tema se citan las sentencias 5396-95, 1739-92, 3923-08. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución número 152-08 de fecha 16 de junio de 2008 del Tribunal de Juicio de Liberia y, en su lugar, se deja vigente la resolución del Juzgado Penal de Liberia dictada en fecha 03 de junio de 2008 que impuso medidas sustitutivas a la prisión preventiva del imputado. En consecuencia, se ordena la libertad del amparado, si otra causa no lo impide. CL

DERECHO TRIBUTARIO
11932-08. IMPUESTOS MUNICIPALES DE ALFARO RUIZ. Acción de Inconstitucionalidad contra los artículos 3, 4 y 6 del Reglamento Autónomo Municipal de Máquinas de la Municipalidad de Alfaro Ruiz, aprobado por el Concejo Municipal y publicado en La Gaceta número 132 del 10 de julio de 2006. El artículo 3 se impugna en cuanto crea un impuesto o tasa vía Reglamento municipal, a pesar de que tal potestad reside exclusivamente en el Parlamento. El artículo 4° prohíbe la instalación y explotación de máquinas para juego pin ball, como actividad secundaria, debidamente autorizada. Por último, el artículo 6° se aplica en forma retroactiva, alterando el reglamento autónomo, modificando o suprimiendo situaciones jurídicas consolidadas en la actividad comercial de máquinas de juego. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anulan por inconstitucionales los artículos 3, 4 y 5 del Reglamento Autónomo Municipal de Máquinas de la Municipalidad de Alfaro Ruiz aprobado por el Consejo Municipal y publicado en La Gaceta número 132 del diez de julio del dos mil seis. En lo demás se declara sin lugar. CL Parcial

DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

11924-08. RENOVACION AUTOMATICA DE CEDULAS DE RESIDENCIA. Acción de Inconstitucionalidad contra Decreto 33837–G. El decreto se impugna en tanto prorroga automáticamente las cédulas de residencia vencidas, permitiendo a la Dirección General de Migración y Extranjería  no resolver expresamente las solicitudes que se le presentaron incluso antes de que saliera publicado el referido decreto, lo que estima constituye una disfunción administrativa que lesiona el derecho fundamental del peticionario a recibir expresa respuesta consagrado en los numerales 27 y 41 constitucionales, así como el derecho fundamental al buen funcionamiento de los servicios públicos, ampliamente desarrollado en el voto 11382-2003 de esta Sala. Agrega que la prórroga automática de la cédula de residencia causa  al extranjero residente un grave perjuicio, en el tanto le impide  contar  con un documento vigente que  pueda mostrar, como medio idóneo para acreditar el plazo por el que se le concedió residencial legal en el territorio nacional, comprometiendo de esta manera su fácil regreso al territorio  nacional,  en el caso de que viaje a su país de origen, puesto que las autoridades de otros países no conocen de la existencia del referido decreto, ni de la prórroga automática de la cédula de residencia que éste autoriza. Adicionalmente se amenaza la libertad de tránsito, en tanto carecen de un documento adecuado para mostrar ante las autoridades nacionales la regularidad de su  situación migratoria, cuando les soliciten acreditar tal condición. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se dispone declarar sin lugar la acción. SL
FAMILIA
11741-08. SUSPENSIÓN DE RÉGIMEN DE VISITAS. Alega la recurrente que el Patronato Nacional de la Infancia tiene bajo su custodia a los menores en el Hogar Bíblico Roble Alto ubicado en Heredia. Manifiesta que cada quince días se le permitía visitar a sus hijos, y podía llevarse a los menores desde el viernes al domingo., sin embargo desde el dos de abril del dos mil ocho, se le negó el derecho a llevarse por un fin de semana a sus hijos, no obstante, no se le indicaron las razones por las cuales se dispuso tal medida, ni se le hizo entrega de documento alguno que justifique la situación. Además indica que el Patronato le entregó la custodia temporal al padre de los menores y no existe resolución fundamentada al respecto.  En reiterada jurisprudencia este Tribunal ha establecido que el Patronato puede separar a los menores de su familia en protección de su interés superior, siempre y cuando se  trate de una medida absolutamente temporal, pues esta Sala ha insistido en la necesidad imperiosa de que en estos casos se trasladen las diligencias en un tiempo razonable al Juez de Familia competente, para que sea éste quien determine, modifique o revoque las medidas de protección dictadas en sede administrativa, actuación que se echa de menos, siendo que los menores fueron trasladados a un Albergue de la Organización No Gubernamental Roble Alto, desde el veintidós de enero del dos mil siete y a la fecha en que se presentó este recurso, el cinco de mayo del dos mil ocho, su situación legal aún no ha sido definida. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena quien ocupe el cargo como Presidente Ejecutivo del Patronato Nacional de la Infancia que, de inmediato, traslade el asunto a conocimiento del Juez de Familia competente, con el fin de que se resuelva en definitiva la situación legal de los menores involucrados en este caso. Se cita sentencia 12177-06.  CL

LIBERTAD DE PRENSA
11695-08 SOLICITUD DE CORRECCIÓN DE INFORMACIÓN ERRÓNEA DIFUNDIDA SOBRE SU PERSONA EL PROGRAMA DE TELEVISIÓN. La recurrente acusa que remitió al  recurrido oficio en el que se pretendió ejercer su derecho de rectificación o respuesta, respecto de información difundida en el programa en las que se profirieron afirmaciones inexactas sobre su persona  siendo que los estudiantes entrevistados afirmaron hechos errados.  Agrega la accionante que la empresa recurrida no difundió la rectificación o respuesta pretendida, sino que le indicó que  se presentara al mismo programa televisivo donde se emitieron las afirmaciones inexactas y agraviantes sobre su persona, y se sometiera a una entrevista para que exprese sus criterios. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara con lugar el recurso. Se ordena a quien ocupe su cargo como Gerente General de Cablevisión de Occidente Sociedad Anónima, realizar las gestiones pertinentes para que se difunda el texto de rectificación que le fuera remitido por la amparada el veintiuno de mayo de dos mil ocho, dentro del mismo programa en que fuera difundida la noticia cuya corrección solicitó la tutelada, y sin que se haga ningún agregado al documento antes mencionado. CL

LIBERTAD DE TRANSITO

11901-08. RESTRICCION VEHICULAR. Alega el recurrente que el gobierno  no tiene una política energética nacional, sino que las medidas que están siendo tomadas evidencian una improvisación en materia energética. El Poder Ejecutivo emitió el decreto 34577-MOPT de 26 de junio de 2008, en el que se estableció una serie de restricciones al tránsito vehicular por la carretera de circunvalación de la Gran Área Metropolitana, durante los días hábiles a determinadas horas, pero mediante el Decreto Ejecutivo 34620 MINAE-MOPT, los funcionarios recurridos modificaron los artículos 2, 3 y 4 del anterior decreto y restringió la circulación de vehículos livianos en la vía de circunvalación y rutas derivadas de ésta, en todo el casco central del Área Metropolitana, según los números de placa. Manifiesta que el Poder Ejecutivo no ha tomado acciones profundas a lo largo de las décadas para mejorar el transporte público en autobús, por lo que muchos ciudadanos consideran que este servicio es inútil y obsoleto. Señala que con esta restricción no se logra un racional aprovechamiento del tiempo, y no es posible darse el lujo de durar una hora u hora y media para trasladarse apretujado, incómodo y a menudo maltratado por los choferes, que ni siquiera han recibido cursos de relaciones humanas. Sobre el tema planteado se cita el voto 9843-05. Se rechaza por el fondo el recurso. La Magistrada Calzada y el Magistrado Jinesta salvan el voto y ordenan dar curso al amparo. La Magistrada Abdelnour salva el voto y ordena dar curso al amparo. RF
MINORIAS
08-11861. EN REVISION TECNICA NO SE EXIGEN CONDICIONES ESTABLECIDAS EN LA LEY 7600. Señala el recurrente que Riteve S y C S. A. aprueba la revisión técnica vehicular efectuada a los autobuses destinados al transporte público de personas, por parte de las empresas Tuasa, Station Wagon y La 400 S.A., pese que estos no cumplen lo exigido por la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad y su reglamento, en cuanto a la debida ubicación de los asientos que  deben ser reservados como espacios preferenciales para el uso de personas con algún tipo de discapacidad. Se declara parcialmente con lugar el recurso, se ordena a la de Ministra de Obras Públicas y Transportes, y a la Presidenta de la Junta Directiva del Consejo de Transporte Público, que de forma inmediata dispongan lo necesario para que en los manuales de revisión técnica correspondientes se incorporen las normas de accesibilidad contenidas en la Ley de Igualdad y Oportunidades para las Personas con Discapacidad y sus Reglamentos, incluido lo referente a la ubicación y características de los asientos reservados para su uso preferencial por personas con algún tipo de discapacidad, en los vehículos de servicio público de transporte colectivo de pasajeros, y se ordena al Gerente General con facultades de apoderado general judicial de  Riteve SyC Sociedad Anónima, para que proceda a verificar en la revisión técnica vehicular el cumplimiento de dichas normas de accesibilidad contenidas en la Ley de Igualdad y Oportunidades para las Personas con Discapacidad y sus Reglamentos. CL 

10967-08. ASIENTOS PREFERENCIALES. Indica el recurrente que los autobuses de la empresa permisionaria de las rutas intersectoriales, no cumplen con las condiciones mínimas de accesibilidad para personas con discapacidad, ya que los asientos preferenciales están ubicados sobre el tambor de la llanta. Señala la Sala que la inconformidad del recurrente, gira en torno a criterios técnicos y a la verificación de requisitos legales y reglamentarios, que no competen a este Tribunal dilucidar, y sobre los que, precisamente,  se discute en sede administrativa. Se declara sin lugar el recurso. SL 
10997-08. CALLE POR LA DEBE TRANSITAR ESTA EN MAL ESTADO. El recurrente, menor de edad, impugna que una de las calles por las que debe transitar en Sabalito de Tierras Morenas, para llegar a su escuela se encuentra en mal estado, lo que, por su discapacidad, le impide su libre tránsito. Estima la Sala que a todas luces la situación que se presenta en la comunidad en la que habita el recurrente es lesiva a sus derechos fundamentales, sobre todo por cuanto observa la Sala que esa es la ruta que él utiliza para acudir a su centro educativo. Resulta claro que en el caso del recurrente, por la discapacidad que presenta resulta aún más perjudicado. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Alcalde Municipal del cantón de Tilarán, o a quien en su lugar ejerza ese cargo, que realice las obras necesarias a efectos de garantizar a vehículos y personas un tránsito seguro por la zona que la propia entidad recurrida reconoce que se encuentra en mal estado en las fotografías a folios 25, 26 y 27 en Sabalito de Tierras Morenas de Tilarán, observando toda la normativa vial aplicable, esto en un plazo de seis meses contado a partir de la notificación de la sentencia. El Magistrado Sosto salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL
MUNICIPALIDAD
10935-08. FALTA DE MANTENIMIENTO A LA RED VIAL CANTONAL. Indican los recurrente, vecinos del cantón de Turrubares, que desde hace muchos años, no se ha dado mantenimiento a la red vial cantonal lo que ha ocasionado su severo deterioro. En ese sentido, aseguran que pese a la existencia de recursos económicos recaudados a partir del impuesto único sobre los combustibles, dispuesto en el artículo 5 de la Ley No. 8114, las autoridades municipales han omitido disponer de esos fondos y realizar las obras de reparación y mantenimiento de las calles cantonales y vecinales. Señala la Sala que aun cuando se constató que durante un tiempo no se brindó mantenimiento a la red vial del cantón de Turrubares, lo cierto es que las autoridades recurridas iniciaron ya las gestiones necesarias para solventar esa problemática, con lo cual, el amparo debe desestimarse. Se declara sin lugar el recurso. Tomen nota el Alcalde Municipal y la Presidenta del Concejo Municipal de Turrubares respecto de lo expuesto en el considerando IV de esta sentencia. SL 
NOTARIADO

11014-08. SANCIONES DESPROPORCIONADA A NOTARIOS. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 144 inciso b), artículo 145 incisos a) y c) y artículo 149 del Código Notaria, y otras normas. Estima el accionante que el legislador estableció una sanción mayor para la falta menor (artículo 145)  y una sanción menor para la falta mayor (artículo 144). En cuanto al artículo 149 alega violación al principio de igualdad en tanto en su caso, no se permite la reducción de la pena. Señala la Sala que se  trata de un elemento de naturaleza subjetiva que sanciona la falta de cuidado por parte del profesional; en este supuesto, el legislador determinó que siendo la función principal del Notario, la asesoría, actuar de manera negligente, constituía un elemento agravante. No es cierto entonces que el hecho contenido en el artículo 144  b), sea más grave que el establecido en el artículo 145 c) y sin embargo, reciba una sanción menor. Además en cuanto al artículo 149 impugnado, puesto que la norma no está siendo aplicada al accionante en el asunto base, la acción no sería medio razonable de amparar el derecho que se estima lesionado, lo que obliga a su rechazo de plano.  Se rechaza por el fondo la acción en relación con los artículos 144 inciso b) y 145 incisos a) y c) de la Ley N° 7764. En lo demás, se rechaza de plano.- RF 
PENSIONES ALIMENTARIAS

11917-08. APREMIO CORPORAL. Señala la parte recurrente que se le ha dictado apremio corporal por adeudar siete mensuales, cuando en realidad la ley establece que solo se pueden cobrar seis. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Juez Primero Contravencional de Puntarenas, que proceda a corregir la orden de apremio corporal en los términos establecidos por la Ley de Pensiones Alimentarias en el artículo 26. 

11889-08. NO SE LE PONE EN LIBERTAD A LOS SEIS MESES DE ESTAR EN PRISION. Alega el recurrente que se encuentra privado de libertad ilegítimamente, a pesar de que ya que cumplió seis meses desde que se dictó en su contra apremio corporal sin que se le deje libre, tal como dispone el artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias. En este caso, considera la Sala que lleva razón el recurrente, puesto que se tiene por acreditado que la autoridad recurrida no ordenó su libertad, como correspondía según la ley, el día en el cual él cumplió seis meses de encontrarse privado de libertad por apremio corporal. Se cita la sentencia 2769-04. CL
11811-08. NO DAN LIBERTAD PORQUE DESPACHO ESTABA CERRADO. Señala el recurrente que su hijo, fue detenido en virtud de una orden de apremio corporal, por pensión alimentaria, dictada por el Juzgado de Pensiones Alimentarias del II Circuito Judicial de San José. Pese a que el mismo día, depositó el monto adeudado en el Banco de Costa Rica, no fue posible gestionar su libertad, porque el Juzgado se encontraba cerrado. En este caso consta que para evitar que la privación de libertad se prolongue por más tiempo que el estrictamente necesario, el Consejo Superior del Poder Judicial, dispuso que, en horas no hábiles, corresponde al juez disponible en materia penal conocer de las órdenes de apremio por pensión alimentaria entre otras medidas. Por las razones apuntadas en la sentencia, considera que Sala que las circulares del Consejo Superior del Poder Judicial, si bien se han publicitado internamente, ameritan ser publicadas en tres diarios de circulación nacional, puesto que, el interesado directo de su contenido es todo deudor alimentario. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Presidente a.i. del  Consejo Superior del Poder Judicial, lo siguiente: a) Reiterar la comunicación de lo resuelto en sesión N° 68-05, celebrada el 1° de setiembre de 2005, artículo LXX, al Jefe y a los oficiales de seguridad de los distintos despachos judiciales para que sea debidamente ejecutado y b)  publicar en tres diarios de circulación nacional lo dispuesto en sesión N° 68-05, celebrada el 1° de setiembre de 2005, artículo LXX, para informar así a todo deudor alimentario. CL
11922-08. LÍMITES DE EDAD PARA ORDEN DE APREMIO POR PENSION ALIMENTARIA. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 24 de la Ley de Pensiones Alimentarias. En criterio de la accionante, la norma  trasgrede el principio de interés superior del menor consagrado en los artículos 51 y 55 de la Constitución Política, toda vez, que establece una despenalización a favor de personas mayores de setenta y un años,  dado que no se les puede aplicar el apremio corporal en razón de esa limitación de edad, afectando con ello el derecho de los menores a obtener alimentos. Considera que dentro de la protección especial del Estado, debe considerarse el derecho a los alimentos de todos los niños y niñas, por encima del derecho de un mayor de setenta y un años, por lo que debe obligar a los mayores a darles alimento. Sobre el tema se cita la sentencia 5414-97. Se indica que el apremio corporal no es una pena que se impone al obligado alimentario, sino uno de los mecanismos que la ley dispone  para garantizar el pago de esa obligación y que es el  legislador ordinario, el que se encuentra facultado para diseñar con base en principios de razonabilidad y proporcionalidad, el procedimiento correspondiente, así como los presupuestos y requisitos  para su respectiva aplicación.  Asimismo, de los votos 4726-94,16272-06 se desprende, que el apremio corporal como mecanismo para cobrar una deuda alimentaria, es una medida excepcional, por tratarse de un límite a la libertad personal, por lo que debe aplicarse en forma restrictiva, para que no se convierta en regla general. Además, el apremio corporal no es el único mecanismo para hacer efectivo el cobro del crédito alimentario, toda vez, que los acreedores alimentarios, tienen también a su disposición la vía civil, constituyéndose ésta opción en un elemento más de protección para exigir el pago de la pensión alimentaria. Con éstas y otras consideraciones, se dispone rechazar por el fondo el recurso. RF
11013-08. EJECUTORIEDAD DE LA PENSIÓN AÚN CUANDO LA MISMA NO ESTÉ FIRME. Acción de Inconstitucionalidad contra el párrafo segundo del artículo 21 de la Ley de Pensiones. Alega el accionante que el artículo impugnado, establece que la pensión provisional será ejecutable aún cuando no este firme y exista pendiente una apelación. Señala la Sala que el tema que se plantea ya ha sido objeto de repetidos pronunciamientos por parte de la Sala, donde se ha considerado que, la fijación de una pensión alimenticia provisional no vulnera el debido proceso, dada la naturaleza del derecho fundamental que tutela, cual es el derecho alimentario, indispensable para la subsistencia y supervivencia de los acreedores alimentarios, y por otra parte, otorgándosele al obligado la posibilidad de que otra instancia jurisdiccional revise el monto fijado. Además esta Sala también resolvió el deber de fundamentación de la resolución que fija la pensión alimentaria provisional. Se citan las sentencias 3824-02 y 5426-02. Se rechaza por el fondo la acción. RF 
PODER EJECUTIVO
11696-08. OMISIÓN POR PARTE DEL PODER EJECUTIVO DE REGLAMENTAR EL ARTÍCULO 71 DE LA LEY ORGÁNICA DEL AMBIENTE. Manifiesta la parte recurrente que el artículo 71 de la Ley Orgánica del Ambiente, define  la contaminación visual como las acciones, obras o instalaciones que sobrepasen, en perjuicio temporal o permanente del paisaje, los límites máximos admisibles por las normas técnicas establecidas o que se emitan en el futuro; resulta que trece años después, aún no se han establecido normas técnicas, reglamentarias,  que entren a regular lo que es la contaminación al paisaje natural, el urbano o el rural. Que a la fecha las palabras contaminación visual o protección al paisaje están en varios cuerpos normativos, pero sin que existan parámetros definidos o conceptualizaciones Del análisis del caso este Tribunal verifica que  la Ley Orgánica del Ambiente fue publicada en mil novecientos noventa y cinco, de manera que, el Poder Ejecutivo desde hace trece años tenía la obligación legal de conformidad con los artículos 11 y 194 de la Constitución Política de regular el contenido del artículo 71 de la ley 7554, referente a la contaminación visual. Se declara con lugar el recurso por la omisión del Poder Ejecutivo de reglamentar el artículo 71 de la Ley Orgánica del Ambiente número 7554 publicada en la Gaceta número 215 del trece de noviembre de mil novecientos noventa y cinco. De conformidad con el artículo 49 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se concede al Poder Ejecutivo el plazo de dos meses contados a partir de la notificación de ésta resolución para que proceda a la reglamentación del artículo 71 de la Ley Orgánica del Ambiente. Se cita sentencia 8418-97. CL
PODER JUDICIAL
11923-08. PLAZO DE APELACION EN PROCESOS SUMARIOS. REGLAS DE NOTIFICACIONES JUDICIALES. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 430 párrafo 1 y 428 párrafo 3 del Código Procesal Civil y 12 de la Ley de Notificaciones. El accionante considera inconstitucionales las normas impugnadas en cuanto establece el plazo especial y excepcional de tres días para la apelación de la sentencia en el proceso abreviado, por ser contrario al principio de razonabilidad de las leyes y con ello al debido proceso y a los artículos 39 y 41 de la Constitución Política; el párrafo tercero del artículo 428 del Código Procesal Civil, en cuanto permita la posibilidad de aplicar el plazo de los tres días a otros procesos distintos del abreviado; el artículo 12 de la Ley de Notificaciones, en cuanto asigna los efectos de la notificación automática cuando el medio de notificaciones escogido imposibilite la notificación por causa ajenas al despacho. Sobre los artículos 428 y 430 del Código Procesal Civil, se cita la sentencia 486-94. En cuanto al artículo 12 de la Ley de Notificaciones, se indican, entre otras razones que el Código Procesal Civil prevé una amplia participación de las partes dentro del proceso y si bien se reconoce que es obligación del juez impulsarlo de oficio, esto no implica que deba retrasar el curso normal de los procedimientos para subsanar la negligencia de las partes. Finalmente, sobre la omisión de reglamentar el artículo 06 de la Ley de Notificaciones, se cita el voto 11543-06. RF
11624-08. DECLARACIÓN ANTE JUEZ COMISIONADO.  Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 364 del Código Procesal Civil. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto a la impugnación del  artículo 364 del Código Procesal Civil. Se rechaza de  plano la acción en cuanto a los demás extremos alegados.  El accionante solicita que se declare la inconstitucionalidad del artículo 364 del Código Procesal Civil, por violación a los principios de inmediación de la prueba, debido proceso, acceso a la justicia  y de interés superior del menor. Considera que al permitir la norma que un juez pueda comisionar  a otra autoridad para evacuar prueba testimonial, impide que la prueba se reciba de manera directa, inmediata y simultánea y  dado  que el juzgador que conoce del proceso va a disponer con relación a sus intereses, existe el deber de que las pruebas lleguen a éste  sin alteración. Asimismo, alega que las resoluciones del juez del Juzgado de Pensiones Alimentarias que conoce del proceso de Pensión Alimentaria  planteado por su representada, no son acordes a Derecho, porque a su juicio no protegen los intereses de los menores y aplican normas supletorias de forma errónea. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, en criterio de esta Sala no resulta contrario al Derecho de la Constitución, que en los procesos civiles, la ley autorice al juez a comisionar a otra autoridad para que evacue una prueba testimonial, siendo que la materia procesal civil se rige básicamente, bajo las reglas de un proceso escrito, en el que por su naturaleza no es aplicable el principio de inmediación de la prueba. Se citan las sentencias 1738-2001, 2527-2002.  RF
11015-08. LIMITACIONES AL DERECHO DE DOBLE INSTANCIA EN INCIDENTES DE DESERCIÓN. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 217 párrafo último del Código Procesal Civil. Alega el accionante que la norma impugnada vulnera el principio de doble instancia, toda vez, que impide la posibilidad de impugnar en segunda instancia, las resolución que deniegue el incidente de deserción del proceso, lo cual estima una violación a las garantías del debido proceso. Señala la Sala que el reclamo del accionante resulta inadmisible. Ya que en primer término, la norma impugnada establece un procedimiento aplicable dentro de un proceso de naturaleza  civil, dentro del cual,  no es exigible ni obligatoria la aplicación del principio de doble instancia, toda vez, que dicha garantía procesal es propia del proceso penal. Por otra parte, se observa, que la resolución que desea recurrirse y para la cual  la norma impugnada establece únicamente el recurso de revocatoria sin posibilidad de apelación,  no tiene como objeto ponerle  fin al proceso, por el contrario, se trata de aquella  resolución que deniegue el incidente de deserción procesal, por lo que no resulta irrazonable que se limite la posibilidad de recurrir. Sobre doble instancia se citan los votos 0282-90, 0300-90, 1058-94, 0486-94, 1129-90, 6369-93, 2365-94,, 0852-95, 5927-96, 5871-96, 6271-96, 3333-98, 8927-2004, 11071-2004, 2240-2005, 8927-2005 y  7988 -2005Se rechaza por el fondo la acción, en cuanto a la norma impugnada. En lo demás, se rechaza de plano la acción. RF 
SERVICIOS PUBLICOS
11727-08. ACUSA CARENCIA DE AGUA POTABLE EN HACIENDA VIEJA DE TEJAR DEL GUARCO. Los recurrentes son vecinos de  Hacienda Vieja de Tejar de El Guarco  y acusan que el agua suministrada por el acueducto municipal no es apta para el consumo humano. Estima esta Sala que lleva razón los recurrentes en cuanto a la dificultad de obtener de dicho acueducto el recurso hídrico necesario para  el  consumo humano en calidad como en cantidad, ya que la Municipalidad de El Guarco  ha omitido su deber constitucional de garantizar la salud de los habitantes de su comunidad y el buen funcionamiento de los servicios públicos. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de El Guarco   que en forma inmediata a la notificación de esta sentencia debe de implementar un programa de evaluación continua y sistemática de la calidad del agua para el consumo del sistema de acueducto que administra y abastece a las diferentes comunidades de El Guarco, desde la fuente, planta de tratamiento, sistemas de almacenamiento y distribución, y ajustarse a  lo ordenado en el Reglamento de Control de Calidad de Agua. Asimismo, mientras se realizan las obras correspondientes para cumplir con la presente orden, deberá de adoptar todas las medidas de urgencia que sean necesarias, como racionamientos y reparto de agua con camiones cisterna y cualesquiera otras, para disminuir al máximo la carencia de ese recurso.  Además,  debe de proceder en forma inmediata a gestionar una modificación presupuestaria si no se contara con los recursos en este momento, para que dentro del plazo de UN AÑO contado a partir de la notificación de esta sentencia, inicie y concluya la puesta en operación de la infraestructura necesaria para el correcto funcionamiento del sistema de acueducto en el cantón de El Guarco de la Provincia de Cartago. Para lo anterior, se ordena a quien ejerza el cargo de Gerente del Área de Servicios Públicos Remunerados de la Contraloría General de la República que no autorice ningún presupuesto ni modificación a éste, si no incluye la partida respectiva para solucionar el problema existente en el cantón de El Guarco  de la provincia de Cartago.  Se cita sentencia 2006-007148. CL

11390-08. DENEGACIÓN DE SERVICIO DE AGUA POTABLE. Manifiesta la parte recurrente  que su empresa representada  solicitó a la recurrida el servicio de agua potable para un inmueble, quien le indica que no se tramitará hasta que contraten los servicios profesionales para realizar un estudio que evalúe la situación técnica y futura del acueducto comunal de San Miguel. Señala la Sala que  resulta arbitraria la decisión de la Asociación recurrida de denegarle el servicio público de agua potable a la amparada sin fundamento técnico alguno y pese a que en el inmueble para el cual se gestionó, en el pasado contó con el servicio y que frente al mismo están los medidores y la cañería actual en servicio. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a quien ocupe el cargo de Presidente de la Asociación Administradora del Acueducto y Alcantarillado Sanitario de San Miguel, distrito Barranca, Puntarenas, que suministre el servicio de agua potable a la empresa amparada, dentro de un plazo máximo de un mes contado a partir de la comunicación de esta sentencia. Se citan los votos 5455-07, 17475-07. CL

11510-08. FALTA DE SERVICIO DE AGUA POTABLE PONE EN RIEGO SALUD DE LA CAPRI.  Los recurrentes acusan que en la Urbanización, La Capri, carecen de agua durante muchas horas del día, lo que sin duda pone en riesgo su salud. Señala la Sala que, en materia de suministro de agua potable, la jurisprudencia se ha dirigido fundamentalmente a la protección del derecho a la vida y a la salud de las personas físicas. Se constata que el agravio se produce por las deficiencias que existen en el sistema de conducción, distribución y almacenamiento de la zona. Tampoco puede obviar este Tribunal que el Gobierno Local se encuentra obligada a establecer una política integral de planeamiento urbano de acuerdo con la ley respectiva, que garantice -al menos- eficientes servicios públicos y en general planes concretos y prácticos para hacer confortable y segura la vida de la población.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena lo siguiente: a) al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, o a quién ejerza ese cargo, que dentro del año y medio siguiente a la notificación de esta resolución, corrija los problemas de suministro de agua potable de la Urbanización La Capri y tome las medidas correctivas necesarias para que los vecinos de esa Urbanización, sigan recibiendo el agua potable en la cantidad y calidad que les permita satisfacer sus necesidades básicas indispensables; b) a la Alcaldesa Municipal de Desamparados y al Presidente del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, o a quiénes ejerzan esos cargos, que, para  actuales y futuras solicitudes de permisos de construcción en ese Cantón, deben verificar que exista posibilidad de brindar el servicio de suministro de agua potable a esos usuarios, en forma eficiente, lo anterior con la finalidad de no comprometer su disponibilidad; c) a la  Alcaldesa Municipal de Desamparados y  el Presidente del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, o a quiénes ejerzan esos cargos, que, coordinar lo necesario para la entrega de la Urbanización La Capri a la Corporación Municipal. Se citan los votos 10776-02, 4654-03. CL
11495-08. DENEGATORIA DE PAJA DE AGUA PARA CONSTRUCCIÓN DE CASA DE HABITACIÓN. Indica la parte recurrente que ni la Junta de Usuarios del Agua Irazú Sur ni la Sociedad de Usuarios Los Pinos, Irazú Sur, en Alvarado de Cartago, le conceden la paja de agua que solicitó para construir una casa de habitación. En este caso, lo que se plantea es la posibilidad o no de construir e, incluso de fraccionar, un determinado terreno, la discusión sobre quién debe otorgarlo debe ventilarse en los tribunales ordinarios. Se declara sin lugar el recurso. SL

10933-08. NIEGAN SERVICIO DE AGUA. Acusa el recurrente la lesión a sus derechos fundamentales debido a que la Municipalidad de Turrialba le denegó la solicitud de seis pajas de aguas para el proyecto de fraccionamiento sobre un inmueble en Barrio El Silencio. La Sala concluye que al recurrente no se le denegó arbitrariamente las pajas de agua que requiere, pues se constata que la Municipalidad no tiene capacidad para  brindar ese servicio sin minimizar ni sacrificar el abasto de agua del resto de la población aledaña que se surte de la misma fuente de agua municipal. Se declara sin lugar el recurso. SL 

[image: image1]
	Expediente N°08-007913-0007-CO.-

Voto salvado del Magistrado Armijo Sancho y Cruz Castro: 




Con el mayor respeto para nuestros compañeros de la Sala Constitucional, disentimos del criterio sostenido en la presente opinión consultiva, formulada sobre el proyecto de “Ley de fortalecimiento y modernización de las Entidades Públicas del Sector de Telecomunicaciones”, expediente legislativo No. 16.397, en la cual advertimos vicios de procedimiento y de fondo, los cuales se enumeran a continuación: 


A.- Vicios de procedimiento: 

I.- Sobre la violación del artículo 190 constitucional, por la omisión de haber sometido a consulta de las instituciones autónomas, los artículos 12 y 46 del texto del proyecto aprobado en primer debate. 

Reclaman los diputados consultantes la inconstitucionalidad del trámite del proyecto en cuestión, por la omisión de haber sometido a consulta de las instituciones autónomas, el texto final de los artículos 12 y 46. Sobre el particular, aducen que tales normas fueron introducidas en la etapa final del procedimiento, durante el primer debate. Pues bien, el contenido de ambas disposiciones es el siguiente:

“Artículo 12.- Compras verdes.

Autorízace al ICE y a sus empresas, para que promuevan la compra y utilización de materiales reutilizables, reciclables, biodegradables y valorizables, así como de productos fabricados con material reciclado bajo procesos ambientalmente amigables, que cumplan las especificaciones técnicas requeridas por la Administración Pública.

Para ello, en la valoración de las licitaciones y compras directas, deberán dar un veinte por ciento (20%) adicional a los oferentes que, en igualdad de condiciones, demuestren que los productos ofrecidos, incorporan los criterios de la gestión integral de residuos, así como la gestión del residuo, una vez terminada su vida útil.

La Proveeduría de la Institución deberá incluir, en los carteles de licitación o de compra directa, criterios ambientales y de ciclo de vida de los productos, para evaluar las licitaciones de conformidad con los criterios establecidos en el Reglamento de esta Ley”

Artículo 46.- Reforma de la Ley N°8345.

“Refórmase la Ley N°8345, Participación de las cooperativas de electrificación rural y de las empresas de servicios públicos municipales en el desarrollo municipal, en la siguiente forma:

a) Se reforma el inciso e) del artículo 2°, cuyo texto dirá:

“Artículo 2.- Definiciones 

(…)

e) Empresa de servicios públicos municipales:

(…)

Para el cumplimiento de los fines establecidos en esta Ley, las empresas de servicios públicos municipales están facultadas para negociar, contratar y ejecutar, de manera autónoma, endeudamientos internos, de mediano y largo plazo, hasta un nivel de endeudamiento máximo del cuarenta y cinco por ciento (45%) en relación con sus activos totales. El endeudamiento se calculará con base en el total consolidado del valor de los activos totales de cada empresa al 31 e diciembre del año anterior; para el cálculo se excluyen los pasivos de corto plazo. Los cambios en el pasivo total de cada empresa, consecuencia de las variaciones en los tipos de cambio, no serán considerados para efectos de medir la variación neta del pasivo total para el cálculo del nivel de endeudamiento regulado en este artículo. Cuando las empresas requieran incrementar su endeudamiento, en un porcentaje mayor que el estipulado en este inciso, previamente deberán ser autorizadas por el Banco Central. 

Por su parte, el artículo 190 de la Constitución Política de la República de Costa Rica, cuyos alcances, en criterio de los diputados consultantes, han sido soslayados en esta iniciativa legislativa, dice lo siguiente: 

“Artículo 190.-

Para la discusión y aprobación de proyectos relativos a una institución autónoma, la Asamblea Legislativa oirá previamente la opinión de aquélla.”

 De ahí que en razón de la autonomía administrativa de las instituciones autónomas, el Constituyente Originario ha establecido al Legislador la obligación de oír o escuchar la opinión de éstas, con motivo de la discusión y aprobación de todo tipo de iniciativas legislativas relativas a estas entidades, con independencia de si establecen una autorización o una obligación para aquellas, en lo cual ciertamente no distingue el texto literal del artículo 190 de la Constitución Política, ni debe hacerlo la Sala Constitucional a propósito de la presente opinión consultiva, en la cual no se hace sino debilitar la autonomía que disfruta, en concreto, el Instituto Costarricense de Electricidad, el Banco Central de Costa Rica y las corporaciones municipales, cuyo opinión (favorable o desfavorable) debería ser al menos escuchada por el Legislador, si se trata de la discusión de este tipo de proyectos de ley. Todo anterior ha sido inadvertido en el caso concreto a propósito de la presente iniciativa legislativa, lo cual es ilegítimo y lesiona, a toda luz, el Derecho de la Constitución. Por demás se debe advertir que si bien las empresas municipales disfrutan de una personería jurídica distinta de la corporación municipal que le ha servido de origen, desde todo punto de vista es razonable exigir al Legislador que realice la consulta a las corporaciones municipales, si se trata de la aprobación de proyectos de ley relativos a estas empresas, justamente en la medida en que se han utilizado recursos de estas entidades para su constitución. Lo anterior aunado al hecho que estas empresas podrían ser constituidas para prestar servicios o realizar actividades que normalmente corresponden a las corporaciones municipales, a quienes el Constituyente les ha encomendado: “la administración de los intereses y servicios locales en cada cantón (artículo 169 constitucional); de ahí que sea ineludible al Legislador la obligación de plantear la consulta a las municipalidades en los términos indicados. Finalmente, en razón de la autonomía que ciertamente disfruta el Banco Central de Costa Rica, debería ser dicha entidad quien determine, al evacuar la consulta formulada por el Legislador de acuerdo con el artículo 190 constitucional, si el artículo 46 del proyecto aludido modifica o no sus competencias. Lo anterior, precisamente en razón de los alcances del sentido literal del artículo 190 de la Constitución Política. Con fundamento, en lo expuesto, el suscrito Magistrado salva su voto y declara inconstitucional el trámite del presente proyecto de ley. 

Voto del magistrado Cruz Castro: Respecto de lo que expone el magistrado Armijo Sancho, concurro con su criterio,  salvo en lo que se refiere a la obligada consulta al ICE (sobre las “compras verdes”). En este punto suscribo el voto de mayoría pues, en el caso del ICE la norma consultada establece una autorización y no una obligación, además de que la figura de la “compra verde” es una garantía del derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado (artículo 50 constitucional);  en el caso del BCCR, coincido con el criterio que expone el Magistrado Armijo Sancho, con cuyo voto concurro, porque aunque no se están creando nuevas competencias al BCCR, es indudable que la variación en la forma en que se calcula el límite que requiere autorización en el endeudamiento, es una variación significativa que exige la consulta. Las variaciones en los montos y forma de cálculo de los límites en que puede intervenir el ente rector de la política monetaria, en sentido amplio, sí requiere una consulta, tal como lo expone le magistrado Armijo Sancho.  De igual forma, respecto a la consulta a las municipalidades, al variarse el monto de endeudamiento de las empresas de servicios públicos municipales, estimo que también  existe una violación constitucional, pues la trascendencia y el grado de autonomía de los gobiernos locales –quienes serán al fin y al cabo los dueños de las empresas municipales- exige consultar previamente su criterio cuando de limitaciones a sus potestades se trata. La consulta en este caso, además de ser un imperativo constitucional, refleja una saludable práctica legislativa que redunda en beneficio del principio democrático al conocerse diversos criterios respecto de una norma legislativa que incidirá en competencias municipales. Por lo anterior, considero que el hecho de no haber consultado nuevamente a las municipalidades la norma que varió el monto de endeudamiento de las empresas de servicios públicos municipales, constituyó una omisión que viola de manera sustancial el procedimiento seguido en el proyecto en consulta. 
II.- Sobre la prohibición para adherirse a las mociones formalmente presentadas en Comisión.

Se reclama también la violación del derecho de enmienda de los legisladores, pues la Presidencia de la Comisión dispuso que un diputado no pudiera adherirse con su firma a una moción ajena una vez que ésta ya hubiere sido presentada. Lo anterior se produjo en la sesión N°51 de la Comisión Especial celebrada el 25 de mayo de 2007. Sobre el particular es preciso insistir en el carácter fundamental del derecho de enmienda de que gozan los legisladores en el trámite de un proyecto de ley, razón por la cual únicamente puede ser limitado bajo circunstancias muy excepcionales, relacionadas con el principio de conexidad. Pues bien, sobre los alcances del derecho de enmienda de los legisladores, la Sala Constitucional, desde la sentencia N°3513-94 de las 08:57 hrs. de 15 de julio de 1994, ha señalado que emanan del principio democrático tanto el derecho de iniciativa, regulado en la Constitución, como el derecho de enmienda, del cual se ocupa el Reglamento legislativo al tratar las llamadas mociones de fondo y forma. Ambos se originan en ese principio y en su virtud constructiva. El primero implica participación, porque es el medio legítimo de impulsar el procedimiento legislativo para la producción de una ley que recoja los puntos de vista de quien la propone. El derecho de enmienda también es un medio de participar en el proceso de formación de la ley, que hace posible influir en el contenido definitivo de ésta. Ambos derechos están necesariamente relacionados y han de ser observados durante el proceso formativo de la ley, pero ninguno de ellos puede tiranizar al otro (por regla general). Así, en la sentencia aludida señaló el Tribunal Constitucional que: 

“De esta manera, es congruente con la vitalidad de ambos derechos y la necesidad de armonizarlos la posibilidad de rechazar, por la vía de las mociones de fondo, la orientación que el proponente da a la materia que constituye el objeto del proyecto; es decir, no es ilícito que la regulación de esa materia se haga en definitiva con sujeción a perspectivas diferentes de las adoptadas por el proponente. Esto puede significar que el proyecto sea modificado de manera sustancial, en todo o en parte, o que sea adicionado o complementado, etc., sin perjuicio del debido respeto a la materia sobre la que versa. Una ley es casi siempre un texto transado, y esta realidad, cuya presencia cotidiana es tan exigente y determinante a los ojos del legislador -que corre el riesgo de frustrarse y frustrar el ejercicio de su función si no cuenta con ella-, no ha de impregnar menos el juicio imparcial e independiente del contralor jurisdiccional de su validez. En lo fundamental, lo que éste debe esmerarse en cuidar, en cada caso, es que las demandas del proceso político legislativo no hayan avasallado el principio democrático y su secuela de disposiciones y principios derivados o conexos (por ejemplo, la publicidad, la deliberación, la corrección del debate, etc.)”. 

Ahora bien, en el caso presente se discute la legitimidad de la decisión adoptada por la Presidencia de la Comisión Especial en el sentido de limitar a la legisladora Quirós Quirós la posibilidad de figurar como proponente de la moción. A diferencia del criterio sostenido por la mayoría del Tribunal Constitucional, que avala la situación reclamada por los diputados consultantes, quienes sucribimos el voto disidente, consideramos que lo anterior constituye una restricción ilegítima del derecho de enmienda de los legisladores, lo cual produce la inconstitucionalidad del trámite del presente proyecto de ley. Nótese que los legisladores están facultados para pedir, mientras la moción correspondiente no haya sido votada en el seno de la Comisión, que se les incluya como proponentes de ésta, lo cual lógicamente encuentra asidero en el Derecho de la Constitución y, en concreto, en el artículo 5 inciso 7) del Reglamento de la Asamblea Legislativa, el cual ha sido soslayado en el caso presente a causa de la decisión tomada por la Presidencia de la Comisión. Por ello, es preciso insistir en el carácter fundamental del derecho de enmienda de que gozan los legisladores en el trámite de un proyecto de ley, el cual únicamente puede ser reducido bajo circunstancias muy calificadas, todo lo cual debe interpretarse de modo restrictivo, buscándose favorecer el pleno disfrute del derecho de enmieda de los legisladores. Con sustento en lo expuesto, los magistrados Cruz Castro y Armijo Sancho salvan su voto y declaran inconstitucional el trámite del presente proyecto de ley. 

B.- Aspectos de fondo

III.- Sobre la violación del artículo 184 de la Constitución Política, por suprimir las potestades de control y fiscalización de la hacienda pública. El refrendo contralor en contratos de fideicomiso y plazo para emitirlo. 

Consideran los diputados consultantes que es inconstitucional la exclusión del trámite del refrendo de los contratos de fideicomiso que celebre el ICE y sus empresas, de acuerdo con el artículo 11 del proyecto sometido a consulta, así como el artículo 29, en cuanto estipula un plazo perentorio de apenas 20 días para efectuarlo, todo lo cual restringe de manera indebida las potestades de que goza la Contraloría General de la República para la vigilancia y fiscalización de la hacienda pública. Pues bien, en lo que atañe a las competencias de la Contraloría General de la República, de ninguna manera es posible soslayar lo dicho por este Tribunal Constitucional en la sentencia N°9524-1999 de 3 de diciembre de 1999, en el sentido que:

“Es función esencial de la Contraloría General de la República la fiscalización de la hacienda pública, por mandato constitucional –artículo 183 constitucional-, pudiendo realizar esta función a través de diversas modalidades de control, sea el refrendo y otros medios, como el auditoraje o las inspecciones, o la misma apelación o la intervención a posteriori. En este sentido, debe tenerse en cuenta que así como la norma constitucional refiere a la legislación ordinaria para que ésta establezca las diversas modalidades de la contratación administrativa, en razón de su monto, configurándose así, la licitación pública, la licitación privada, contratación directa, y remate con procedimiento alterno, según la clasificación dada por la Ley de la Administración Financiera de la República, número 1279, de dos de mayo de mil novecientos cincuenta y uno derogada por la Ley de la Contratación Administrativa, número 7494, de dos de mayo de mil novecientos noventa y cinco, adicionada y reformada por Ley número 7612, de veintidós de julio de mil novecientos noventa y seis, que establece la siguiente clasificación: licitación pública, licitación por registro, licitación restringida, remate y contratación directa; así, es competencia exclusiva de la Contraloría General de la República, el diseñar diversos mecanismos y modos para efectuar el control de la contratación administrativa, en razón del monto, la materia y la institución pública que realice la contratación, conforme a los principios que la propia Constitución Política da, y obviamente dentro del marco legal que le confiere su propia Ley Orgánica. Por ello, resulta acertada la afirmación del representante de la Contraloría General de la República en su gestión, al considerar que es constitucionalmente posible que en atención a la naturaleza, objeto y cuantía de la contratación de que se trate, éste órgano establezca condiciones razonables y proporcionadas a la facultad que el artículo 184 constitucional le otorga para refrendar los contratos del Estado, con miras a no crear mecanismos que afecten una expedita gestión administrativa, y en atención al interés público; toda vez que el refrendo debe entenderse como parte de las atribuciones de fiscalización de la hacienda pública que le corresponde en exclusiva a la Contraloría, para cuyo ejercicio posee absoluta independencia funcional y administrativa, en virtud de lo dispuesto en el propio artículo 183 de la Carta Fundamental, motivo por el cual puede definir los alcances, mecanismos y procedimientos de fiscalización superior, incluso frente al legislador, si éste afecta su independencia, según se anotó con anterioridad en la sentencia número 00998-98.”

De otro lado, en lo que atañe a la figura del refrendo, la Sala Constitucional en la sentencia N°2004-14421 de las 11:00 hrs. de 17 de diciembre de 2004, señaló que constituye una de las funciones esenciales del auxiliar de la Asamblea Legislativa en la vigilancia de la Hacienda Pública (artículo 183 de la Constitución Política), y se encuentra prevista a nivel constitucional. En efecto, el ordinal 184, inciso 1°, de la Constitución Política, al señalar las competencias constitucionales de ese órgano de fiscalización superior indica, en lo conducente, que “(…) No se emitirá ninguna orden de pago contra los fondos del Estado sino cuando el gasto respectivo haya sido visado por la Contraloría; ni constituirá obligación para el Estado la que no haya sido refrendada por ella”. 

El referendo es una manifestación específica de la figura dogmática de la aprobación, por lo que comparte las características de ese instituto en el sentido de fungir como un requisito de eficacia que se produce, desde una perspectiva temporal, ex post a la adopción del acto fiscalizado, siendo, para el caso particular, el acto administrativo bilateral o plurilateral en que se traduce un contrato administrativo. El refrendo, constituye, también, una expresión jurídica particular de la denominada tutela administrativa o de la dirección intersubjetiva que es propia de un Estado centralizado o unitario como el Costarricense que ejerce el ente público mayor (Estado), respecto de los entes menores o descentralizados (funcionalmente, territorialmente o corporativamente) y, más concretamente, de un control sobre los actos que realicen éstos. A través del refrendo, la Contraloría General de la República ejerce una fiscalización o control sobre los actos de los sujetos pasivos que puedan comprometer la Hacienda Pública o los presupuestos públicos, como una forma de garantizar la corrección, transparencia y legalidad de los egresos en que puedan incurrir. Para el caso de los contratos administrativos, el referendo se produce después de dictado el acto de adjudicación o de la etapa de perfección del contrato, esto es, cuando este resulta válido por ser sustancialmente conforme con el ordenamiento jurídico, de modo que la Contraloría General de la República, a través de esa figura, examina y verifica que el clausulado del contrato debidamente formalizado se ajuste al bloque de legalidad, esto es, al cartel de la licitación que es la regulación o normativa específica del contrato respectivo, la oferta formulada, la Ley de la Contratación Administrativa y su reglamento y, en general, con el resto del ordenamiento jurídico administrativo. El propósito o fin esencial del refrendo es evitar que las obligaciones contraídas por las administraciones públicas en los contratos administrativos, debidamente asentadas o formalizadas, se contrapongan al ordenamiento jurídico administrativo y que, por consiguiente, se produzca una incorrección o ilegalidad en la disposición de los fondos públicos. De modo que, a través de la improbación del contrato, la Contraloría General de la República señala a la Administración activa los defectos que deben ser subsanados, enmendados o corregidos para obtener el respectivo refrendo. Es induscutible la trascendencia del ejercicio de tal tutela para la vigilancia de la Hacienda Pública, aunque ciertamente a través de esta herramienta de tutela administrativa, la Contraloría General de la República no puede anular de forma oblicua o indirecta el acto de adjudicación y un contrato administrativo (pues tales potestades de anulación, rescisión o resolución debe ejercerlas, naturalmente, primero la propia administración activa, al ser la primera la que dictó el acto de adjudicación y formalizó el contrato con el co-contratante), salvo cuando actúa como contralor jerárquico impropio, al conocer y resuelver, antes del momento en que se produce el refrendo, del recurso de apelación contra el acto de adjudicación, puesto que, en esta hipótesis se encuentra normativamente habilitada para anular el acto de adjudicación. Pues bien, en el caso presente quienes suscribimos el voto de minoría, no encontramos ninguna justificación válida que permita exonerar, de los alcances del artículo 184 de la Constitución Política, los contratos de fideicomiso a que alude el artículo 11 del proyecto sometido a consulta (en la medida en que únicamente deben ser enviados a la Contraloría General de la República para efectos informativos), lo cual claramente contradice el sentido literal de la disposición constitucional aludida, la cual por su gran claridad es preciso transcribir nuevamente: 

“Artículo 184.- Son deberes y atribuciones de la Contraloría:

1) Fiscalizar la ejecución y liquidación de los presupuestos ordinarios y extraordinarios de la República.

No se emitirá ninguna orden de pago contra los fondos del Estado sino cuando el gasto respectivo haya sido visado por la Contraloría; ni constituirá obligación para el Estado la que no haya sido refrendada por ella;”

Así entonces la disposición en consulta contradice abiertamente el sentido literal del artículo 184 de la Constitución Política, en cuanto excluye del trámite del refrendo contralor los contratos de fideicomiso, todo lo cual es ilegítimo y contituye una severa violación de las potestades que la Constitución le ha encomendado a la Contraloría General de la República para la vigilancia y fiscalización de la hacienda pública, las cuales han de ser interpretadas de manera extensiva. De ahí que el Legislador no cuenta en realidad con ninguna discrecionalidad para excluir del trámite del refrendo los contratos de fideicomisos aludidos, teniendo en consideración los alcances del artículo 184 de la Constitución Política. Por demás se debe mencionar que es contrario al Derecho de la Constitución, la cesión o la trasferencia de las competencias y potestades de los Órganos contemplados en la Ley Fundamental, a menos que sea ella misma quien establezca dicha posibilidad, de ahí que sean inconstitucionales los argumentos relativos a defender la regularidad constitucional de esta norma, a partir del hecho que se atribuye esa fiscalización y supervisión de los contratos de fideicomiso a una Superintendencia Financiera, ya que se trata de una competencia que ha sido constitucionalmente encomendada a la Contraloría General de la República, a través de la figura del refrendo, sin posibilidad alguna de transferirla. Ahora bien, en lo que atañe al plazo de veinte días para que la Contraloría General de la República emita el refrendo, aunque fácilmente se podría argumentar que el legislador disfruta de cierta libertad de configuración para determinar el plazo con que se cuenta con ese propósito, de ninguna manera puede en ejercicio de esa función establecer un término que haga nugatoria las facultales que la Constitución le asigna a este Órgano para el control y la vigilancia de la Hacienda Pública. Lo anterior sin duda alguna se produce en el caso presente, al establecerse un plazo de apenas 20 días para realizar dicha actividad, todo lo cual es ilegítimo y lesiona el principio de razonabilidad, así como los artículos 182, 183 y 184 de la Constitución Política. Por lo expuesto, el suscrito Magistrado salva su voto y evacua la consulta formulada en el sentido que son inconstitucionales las normas consultadas, por los motivos expresamente señalados. Nota del magistrado Cruz Castro: Respecto del plazo de veinte días para que la Contraloría General de la República emita el refrendo, estimo que no existe inconstituconalidad, tal como se expresa en el voto de mayoría.

IV.- Violación a la autonomía administrativa del Instituto Costarricense de Electricidad.

Sobre el particular, son distintos los argumentos y las normas que han sido cuestionadas por los diputados consultantes en relación con la autonomía administrativa del ICE. Al respecto, quienes sucribimos el voto de minoría, consideramos inconstitucional el artículo 14, por la vulneración de la autonomía administrativa de esta entidad, en la medida en que le exige contar con la autorización del Poder Ejecutivo, si requiere aumentar el tope del endeudamiento establecido en un 45%. Nótese que la facultad del Poder Ejecutivo de otorgar o no esa autorización contradice las facultades de dirección y de coordinación de que goza la Administración Central respecto de la Descentralizada y, en ese tanto, desnaturaliza la autonomía de esa entidad, en cuya razón no puede recibir órdenes ni instrucciones particulares respecto del Ejecutivo. Con sustento en lo expuesto, se debe evacuar la consulta en el sentido que esta disposición es inconstitucional por el fondo, al violentar claramente la autonomía administrativa de una institución autónoma como lo es el ICE. 

V.- Infracción del artículo 183 de la Constitución Política, al establecerse la modalidad del control posterior. 

Reclaman los diputados consultantes la inconstitucionalidad del artículo 20, párrafo 5° del proyecto en cuestión, el cual dispone lo siguiente “La Contraloría General de la República ejercerá sus competencias bajo la modalidad del control posterior”. Pues bien, como se ha indicado con anterioridad, el refrendo contralor ha sido establecido expresamente en el artículo 184 constitucional y, en ese tanto, el diseño constitucional sobre las competencias y las facultades otorgadas a la Contraloría General de la República para la vigilancia y la fiscalización de la hacienda pública exigen a este Órgano un control previo o a priori, en especial cuando de “examinar”, “aprobar o improbar”, “fiscalizar la ejecución” se trata. En este orden de ideas, y teniendo en consideración la libertad de configuración o conformación que ostenta el Legislador, es constitucionalmente lícito que a apartir del control a priori originalmente diseñado por el Constituyente, establecer adicionalmente otras modalidades de control a posteriori. En este sentido, es preciso recordar la necesidad de interpretar, siempre, de manera expansiva las potestades que goza la Contraloría General de la República. De ahí que constituya una transgresión del Derecho de la Constitución cualquier iniciativa legislativa tendente a restringir dichas modalidades y, especialmente aquellas destinadas a desconocer la originalmente prevista por el Constituyente (es decir el control previo), motivo por el cual es inconstitucional dicha norma, y en tal sentido debería ser evacuada la consulta aludida. 

VI.- Inconstitucionalidad del monto establecido para emplear el procedimiento de la licitación pública para la contratación administrativa. 

Consideran los diputados consultantes que el monto fijado en el artículo 22 del proyecto para exigir la realización de la licitación pública es extramadamente alto y desproporcionado y, en ese tanto, lesiona el artículo 182 de la Constitución Política pues la licitación se utilizaría sólo para contrataciones con cuantías muy elevadas. Al respecto, es menester recordar que el procedimiento de la licitación pública en el diseño constitucional de la contratación administrativa es la regla y no la excepción, de manera que cualquier iniciativa legislativa que tienda a flexibilizar los alcances de esta disposición, o a invertir dicha regla traduciéndose la excepción en la primera, constituye a todas luces una mutación del precepto constitucional que no tiene asidero en el texto de la norma, razón por la cual efectivamente la disposición legislativa lesiona el Derecho de la Constitución, justamente en cuanto sirve de instrumento para desconocer el diseño constitucional de la contratación administrativa. Se observa que en efecto, los parámetros que contiene la norma consultada son esencialmente imprecisos y variables, circunstancia que no permite determinar claramente el monto que se exceptúa de la licitación. En esta materia se requiere que el monto que se determine responda no sólo a criterios cuantitativos, sino que se requieren parámetros de orden cualitativo. Por ello, en la medida en que se haga depender la exigibilidad de la licitación pública de  criterios cuantitativos tan imprecisos como las que prevé la norma consultada, se está violentando flagrantemente el espíritu del artículo 182 Constitucional.  Es central en la valoración del tema examinado, asumir como principio, que la  licitación pública debe ser siempre la regla y no la excepción, tal como se ha establecido en algunos precedentes de la Sala Constitucional, en los que se destaca que lo determinante no sólo son los criterios cuantitativos, sino que “..Se  trata de situaciones especiales en las que el uso  de los procedimientos concursales ordinarios, y más específicamente el de la licitación pública, más bien implicarían un serio enteropecimiento  en el cumplimiento del fin público  encomendado a la Adminsitración Pública, donde el cumplimiento “per se” de exigencias legales más bien podría traducirse en serias alteranciones al orden institucional establecido en la propia Constitución Política. Situaciones como la adquisición de bienes para la atencion de una emergencia o urgencia apremiante, cuando exista un único proveedor en el mercado, cuando se trate de servicios  conceptualizados como “actividad ordinaria” de la institución contratante, o de negociaciones en las que se requiera especiales medidas de seguridad….(..) . En virtud de lo anterior cabe concluir que efectivamente es posible establecer excepciones  a los trámites ordinarios  establecidos en la Ley de la Contratación Administrativa derivada del artículo 182 constitucional siempre y cuando se respete el marco constitucional (principios y control), y que resulte razonable y proporcional a los fines de la contratación…” (ver voto 3860-99 y precedentes 5947-98; 6754-98; 3860-99). Siendo que los criterios mencionados no se cumplen en la norma consultada, porque la disposición no permite establecer que el porcenaje previsto para excluir la licitación, resulte razonable y proporcional a los fines de la contratación. 
VII.- Violación de los artículos 182 y 184 inciso 1) de la Constitución Política, a causa del Transitorio VI del proyecto. 

Sobre el particular, es preciso reiterar las ideas expuestas en el voto salvado a la consulta legislativa planteada sobre el proyecto de “Ley Reguladora del Mercado de Seguros”, expediente legislativo N° 16.305, en la cual se cuestionaba la regularidad constitucional de una disposición similar a la del presente Transitorio. En dicha opinión consultiva (N°2008-10450 de las 09:00 horas de 23 de junio de 2008), se indicó: 

“De igual forma, no se aprecia ninguna razón que justifique el hecho que se estipule una exoneración (por el plazo de 18 meses) a favor de la Superintendencia General de Seguros, de su obligación de observar los procedimientos de licitación, todo lo cual es ilegítimo y constituye una evidente vulneración del artículo 182 constitucional. De ninguna manera puede el legislador, mediante una disposición transitoria, autorizar a una institución pública para inaplicar las normas constitucionales relativas a la contratación administrativa por el término aludido, lo cual es ilegítimo y lesiona, a todas luces, el Derecho de la Constitución. En todo caso, sobre el particular es preciso revisar el voto salvado elaborado por los Magistrados Piza Escalante y otro, con motivo de la consulta legislativa de constitucionalidad planteada sobre el expediente legislativo N°13.691, “Ley de Protección al Trabajador”; en el sentido que: “la autorización temporal que se otorga a la Caja Costarricense de Seguro Social para la adquisición de materiales, bienes y servicios, sin que se apliquen los procedimientos establecidos en la Ley de Contratación Administrativa, viola el artículo 182 de la Constitución” (sentencia N°2000-00643 de las 14:30 hrs. de 20 de enero de 2000). Es claro que la situación impugnada supone un severo quebranto al reconocimiento de la fuerza normativa de la Constitución, en la medida en que, se repite, mediante una ley se ha autorizado a una entidad estatal para soslayar, durante cierto tiempo, las normas constitucionales aludidas, cuya efectividad ha sido transitoriamente despojada a causa de esta disposición. Por esta razón, se debe evacuar la consulta formulada en el sentido que el párrafo 2° del transitorio I del proyecto de “Ley Reguladora del Mercado de Seguros”, es inconstitucional.” 

En terminos similares debe entonces evacuarse la consulta formulada por los diputados de la Asamblea Legislativa, motivo por el cual es inconstitucional el Transitorio VI del presente proyecto de ley, ya que la situación impugnada supone un severo quebranto al reconocimiento de la fuerza normativa de la Constitución, en la medida en que, se repite, mediante una ley se ha autorizado a una entidad estatal para soslayar, durante cierto tiempo, las normas constitucionales aludidas, cuya efectividad ha sido transitoriamente despojada a causa de esta disposición. No es admisible que una norma legal suspenda temporalmente la aplicación de una disposición constitucional.

VIII.- Violación del artículo 182 de la Constitución Política, por el empleo de la subasta a la baja para adquirir cuaquier tipo de producto o servicio. 

Por las razones señaladas en el Considerando VI del presente voto salvado, es igualmente inconstitucional el artículo 24 del proyecto, el cual invierte el diseño constitucional de la contratación administrativa previsto en el artículo 182 de la Constitución Política, el cual preciso transcribir a continuación

“Artículo 182.-

Los contratos para la ejecución de obras públicas que celebren los Poderes del Estado, las Municipalidades y las instituciones autónomas, las compras que se hagan con fondos de esas entidades y las ventas o arrendamientos de bienes pertenecientes a las mismas, se harán mediante licitación, de acuerdo con la ley en cuanto al monto respectivo.”

De ahí que la disposición consultada contradice a todas luces el Derecho de la Constitución y, en ese tanto se debería evacuar la consulta formulada. Nota del magistrado Cruz Castro: Sobre este punto estimo que no existe vicios de constitucionalidad, según se expresa en el voto de mayoría, el cual interpreta que el ICE podrá emplear la subasta a la baja siempre y cuando no se imponga otro procedimiento de contratación administrativa más agravado. 
IX.- Violación del artículo 182 de la Constitución Política, por la exclusión de las empresas públicas de las disposiciones de la Ley de la Contratación Administrativa.

Reclaman los diputados consultantes la inconstitucionalidad del artículo 17 del proyecto aludido (más bien el artículo 20 párrafo 2°), en cuanto dispone: 

“La adquisición de bienes y servicios que realicen las empresas del ICE constituidas como una sociedad anónima, quedarán excluidas de la Ley N°7494, de Contratación Administrativa” 
Sobre el particular es preciso recordar los alcances del artículo 182 de la Constitución Política en cuanto dispone que el procedimiento normal de contratación administrativa es la licitación, así como la inconstitucionalidad de cualquier iniciativa legislativa en que se pretenda invertir el diseño constitucional de la contratación de la administración pública, de la cual lógicamente forman parte aquellos entes constituidos bajo organizaciones de derecho privado, como es el caso de las empresas públicas. En este sentido, es claro que la Ley de la Contratación Administrativa también es aplicable respecto de las empresas públicas, como se infiere del su artículo 1° que establece: 

“Artículo 1.- Cobertura 

Esta Ley regirá la actividad de contratación desplegada por los órganos del Poder Ejecutivo, el Poder Judicial, el Poder Legislativo, el Tribunal Supremo de Elecciones, la Contraloría General de la República, la Defensoría de los Habitantes el sector descentralizado territorial e institucional, los entes públicos no estatales y las empresas públicas.

Cuando se utilicen parcial o totalmente recursos públicos, la actividad contractual de todo otro tipo de personas físicas o jurídicas se someterá a los principios de esta Ley.

Cuando en esta Ley se utilice el término " Administración ", se entenderá que se, refiere a cualquiera de los sujetos destinatarios de sus regulaciones.”

No es absurda ni contradictoria la posibilidad de someter a las empresas públicas a las disposiciciones constitucionales y legales relativas a la contratación administrativa, si se trata de la mera adquisición de bienes y servicios, teniéndose en consideración lo exigido no sólo por el artículo 1° de la Ley de la Contratación Administrativa sino también por el artículo 182 de la Constitución Política, de ahí que la exclusión que se pretende en la norma consultada no es posible realizarla mediante una disposición de carácter legal, caso en el cual contradice los alcances del artículo 182 ídem. Al respecto, debe tenerse claro que ningún ente estatal, aunque esté organizado bajo formas privadas como una sociedad anónima, puede sustraerse de los controles y las regulaciones públicas, en cuenta la contratación administrativa. No es admisible que, por el simple hecho de que la Administración haya asumido una veste mercantil, quede entonces habilitada para violentar los controles y los procedimientos exigidos constitucionalmente; admitir lo contrario es restarle fuerza normativa a la Constitución y aceptar que un subterfugio organizacional pueda tener la fuerza de desaplicarla. Con fundamento en lo expuesto, se debe evacuar la consulta formulada en el sentido que el artículo 20 párrafo 2° es inconstitucional. 

X) EN CONCLUSION.- Conforme con lo expuesto, consideramos que en la aprobación del proyecto consultado hubo vicios sustanciales al procedimiento y además violaciones de fondo de nuestra Constitución Política. En cuanto al procedimiento: a) la violación del artículo 190 de la Constitución Política, por la omisión de haber sometido a consulta de las instituciones autónomas (el Instituto Costarricense de Electricidad, las Municipalidades y el Banco Central de Costa Rica) los artículos 12 y 46 del texto del proyecto aprobado en primer debate. Con la salvedad que al respecto hizo el Magistrado Cruz; b) la vulneración del derecho de enmienda, por la prohibición establecida respecto de la diputada Quirós Quirós en la sesión de 25 de mayo de 2007, para adherirse a las mociones formalmente presentadas en la Comisión Especial. En cuanto al fondo: a) los artículos 11 y 29 del proyecto por la violación del artículo 184 de la Constitución Política, en que se contempla el refrendo contralor. Con la salvedad que al respecto hizo el Magistrado Cruz respeto del plazo de veinte días; b) el artículo 14, por la vulneración de la autonomía administrativa del ICE, en la medida en que le exige contar con la autorización del Poder Ejecutivo, si requiere aumentar el tope del endeudamiento establecido en un 45%; c) el artículo 20, párrafo 5° del proyecto en cuestión, por la vulneración de los artículos 183 y 184 de la Constitución Política, en cuanto establece que la “Contraloría General de la República ejercerá sus competencias bajo la modalidad del control posterior”; d) el artículo 22 del proyecto, en cuanto estipula un monto extremadamente alto para realizar la licitación pública, con menoscabo del artículo 182 de la Constitución Política; e) el Transitorio VI del proyecto por la violación de los artículos 182 y 184 inciso 1) de la Constitución Política; f) el artículo 24 del proyecto, por la violación de los artículos 182 y 184 inciso 1) de la Constitución Política. Con la salvedad que al respecto hizo el Magistrado Cruz pues no considera inconstitucional este aspecto; g) el artículo 20 párrafo 2°, en cuanto dispone que: “La adquisición de bienes y servicios que realicen las empresas del ICE constituidas como una sociedad anónima, quedarán excluidas de la Ley N°7494, de Contratación Administrativa”, por soslayar los alcances del artículo 182 de la Constitución Política en cuanto dispone que el procedimiento normal de contratación administrativa es la licitación.
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